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               Soacha,14 de julio de 2023 
 
PMS-VA- 1228 
 
SEÑORES  
Nueva EPS 
 
 
ASUNTO: SOLICITUD COLABORACION URGENTE 
  
La Personería Municipal de Soacha actuando como Agente del Ministerio Público, según lo 
preceptuado en la ley 136 de 1994 y en   razón al Asunto de la Referencia. 
  
Me permito solicitar acompañamiento y protección a los derechos fundamentales a la debida, 
pronta y eficaz atención en salud a los ciudadanos colombianos, consagrados en la ley 100 de 1993 
Sistema Nacional de Salud, contemplados en el Título 2 de la Constitución Política, Decreto 4747 de 
2007, “sentencia T-402 de 1992, señaló que la salud debe ser entendida como derecho fundamental 
y lo ha protegido por tres vías. La primera ha sido su relación de conexidad con el derecho a la vida, 
el derecho a la integridad personal y el derecho a la dignidad humana; la segunda, su naturaleza 
fundamental en contextos donde el tutelante es un sujeto de especial protección, y la tercera, su 
fundamentalidad   en   lo   que   respecta a un ámbito básico se protege como derecho fundamental 
autónomo. 
  
De acuerdo con el anterior enunciado; se requiere 
que en este caso se dé la atención PERENTORIA Y URGENTE a la señora AURORA MORENO 
DE FUENTES de 78 años de edad, quien se identifica con la cedula de ciudadanía 41.339.345, quien 
tiene el siguiente diagnóstico: - ENFERMEDAD – CANCER PÚLMON quien requiere de los 
siguientes procedimientos:  
 

- CONSULTA DE PRIMERA VEZ POR ESPECIALISTA EN ONCOLOGÍA (CÓDIGO 890278). 
- CONSULTA DE CONTROL O DE SEGUIMIENTO POR ESPECIALISTA EN NEUMOLOGÍA 

(CÓDIGO 890371). 
 
El presente DELEGADO PARA VIGILANCIA ADMINISTRATIVA DE LA PERSONERÍA DE 
SOACHA, les oficia para que se proceda y autorice de manera URGENTE LO REQUERIDO POR 
EL PACIENTE EN EL TERMINO DE CINCO (5) DÍAS PARA PODER TENER UNA VIDA DIGNA. 
Este delegado, indica que bajo ninguna circunstancia pueden Violar derechos del precitado menor 
quien se encuentra en delicado y en deterioro de su estado de salud. 
 
ANEXA  
 
Historia Clínica, cedula de ciudadanía y órdenes médicas.  
 
NOTIFICACIONES: 
 

Carrera 34ª No. 37-191 conjunto primavera torre 1 apto 304 
 
Teléfono 3508560932 
 

Agradezco su atención y quedo atenta a su pronta respuesta.   
 
Cordial saludo, 
 
                                                     
 

JUAN DANIEL HERNANDEZ MORA 
PERSONERO DELEGADO EN VIGILANCIA ADMINISTRATIVA  
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               Soacha, 7 de julio de 2023 
 
PMS-VA- 1192 
 
SEÑORES  
Famisanar EPS 
 
 
ASUNTO: SOLICITUD COLABORACION URGENTE 
  
La Personería Municipal de Soacha actuando como Agente del Ministerio Público, según lo 
preceptuado en la ley 136 de 1994 y en   razón al Asunto de la Referencia. 
  
Me permito solicitar acompañamiento y protección a 
los derechos fundamentales a la debida, pronta y eficaz atención en salud a los 
ciudadanos colombianos, consagrados en la ley 100 de 1993 Sistema Nacional de Salud, 
contemplados en el Título 2 de la Constitución Política, Decreto 4747 de 2007, “sentencia 
T-402 de 1992, señaló que la salud debe ser entendida como derecho fundamental y lo ha 
protegido por tres vías. La primera ha sido su relación de conexidad con el derecho a la 
vida, el derecho a la integridad personal y el derecho a la dignidad humana; la segunda, su 
naturaleza fundamental en contextos donde el tutelante es un sujeto de especial protección, 
y la tercera, su fundamentalidad   en   lo   que   respecta a un ámbito básico se protege 
como derecho fundamental autónomo. 
  
De acuerdo con el anterior enunciado; se requiere 
que en este caso se dé la atención PERENTORIA Y URGENTE a la señora BLANCA 
MILENA ROSRIGUEZ ACEVEDO de 43 años de edad, quien se identifica con la cedula de 
ciudadanía 53.894.116 de Soacha- Cundinamarca, quien tiene el siguiente diagnóstico: - 
ENFERMEDAD - G800 PARALISIS CEREBRAL ESPACSTICA CUADRIPLEJICA quien 
requiere de los siguientes procedimientos:  
 

- ORTESIS (CÓDIGO: ORT1309) 
 
ANOTACIONES: SILLA DE RUEDAS NEUROLÓGICA PARA ADULTO, PLEGABLE, EN 
ALUMINIO, PARA PROPULSIÓN POR TERCEROS, BASCULACIÓN MANUAL HASTA 
120 GRADOS, ASIENTO FIRME ACOLCHADO, ESPALDAR FIRME ACOLCHADO, 
SOSTÉN CEFÁLICO CON APOYO TEMPORIPARIENTAL. APOYA PIES Y APOYA 
BRAZOS ABATIBLES Y REMOVIBLE GRADUABLES EN ALTURA Y PROFUNDIDAD. 
CINTURÓN PÉLVICO, COJÍN ABDUCTOR, PECHERA EN MARIPOSA, FRENOS 
MANILARES. 
 
La madre de la paciente manifiesta que desde el mes de mayo ha solicitado a la EPS la 
autorización para la entrega de la silla de ruedas y hasta la fecha no ha tenido respuesta 
alguna. 
 
El presente DELEGADO PARA VIGILANCIA ADMINISTRATIVA DE LA PERSONERÍA 
DE SOACHA, les oficia para que se proceda y autorice de manera URGENTE LO 
REQUERIDO POR EL PACIENTE EN EL TERMINO DE CINCO (5) DÍAS PARA PODER 
TENER UNA VIDA DIGNA. Este delegado, indica que bajo ninguna circunstancia pueden 
Violar derechos del precitado menor quien se encuentra en delicado y en deterioro de su 
estado de salud. 
 
ANEXA  
 
Historia Clínica, cedula de ciudadanía y órdenes médicas.  
 
NOTIFICACIONES: 
 

AL CONTESTASR POR FAVOR 

CITE ESTE NUMERO 

6120 
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Calle 7c No. 7ª-03 este la Florida Soacha 
 
Teléfono 3214039925 
 

Agradezco su atención y quedo atenta a su pronta respuesta.   
 
Cordial saludo, 
 
                                                     
 

JUAN DANIEL HERNANDEZ MORA 
PERSONERO DELEGADO EN VIGILANCIA ADMINISTRATIVA  

 
Con copia: SUPERINTENDENCIA DE SALUD Avenida Ciudad de Cali No.51-66 edificio World Business Center Local 10. 

 
               Soacha, 7 de julio de 2023 
 
PMS-VA- 1190 
 
SEÑORES  
 
Nueva EPS 
Clínica San Luis 
 
 
ASUNTO: SOLICITUD COLABORACION URGENTE 
  
La Personería Municipal de Soacha actuando como Agente del Ministerio Público, según lo 
preceptuado en la ley 136 de 1994 y en   razón al Asunto de la Referencia. 
  
Me permito solicitar acompañamiento y protección a los derechos fundamentales a la debida, 
pronta y eficaz atención en salud a los ciudadanos colombianos, consagrados en la ley 100 de 1993 
Sistema Nacional de Salud, contemplados en el Título 2 de la Constitución Política, Decreto 4747 de 
2007, “sentencia T-402 de 1992, señaló que la salud debe ser entendida como derecho fundamental 
y lo ha protegido por tres vías. La primera ha sido su relación de conexidad con el derecho a la vida, 
el derecho a la integridad personal y el derecho a la dignidad humana; la segunda, su naturaleza 
fundamental en contextos donde el tutelante es un sujeto de especial protección, y la tercera, su 
fundamentalidad   en   lo   que   respecta a un ámbito básico se protege como derecho fundamental 
autónomo. 
  
De acuerdo con el anterior enunciado; se requiere 
que en este caso se dé la atención PERENTORIA Y URGENTE la señora JANETTE DAMIANA 
PARDO DE PORTELA de 63 años de edad, quien se identifica con la cedula de ciudadanía 
20.410.848, quien tiene el siguiente diagnóstico: - PROBLEMAS: de salud propios a su edad 
CALCULOS EN LA VEJIGA, requiere el traslado de la CLINICA SAN LUIS SOACHA a un hospital 
de mayor complejidad que pueda llevar el procedimiento solicitado.  
 
El presente DELEGADO PARA VIGILANCIA ADMINISTRATIVA DE LA PERSONERÍA DE 
SOACHA, les oficia para que se proceda y autorice de manera URGENTE LO REQUERIDO POR 
EL PACIENTE EN EL TERMINO DE DOS (2) DÍAS PARA PODER TENER UNA VIDA DIGNA. Este 
delegado, indica que bajo ninguna circunstancia pueden Violar derechos del precitado menor quien 
se encuentra en delicado y en deterioro de su estado de salud. 
 
ANEXA  
 
 
Carnet de afiliación, cedula de ciudadanía  
 
NOTIFICACIONES: 
 
Carrera 4 No. 11-46 interior 5 apto 301 
 

AL CONTESTASR POR FAVOR 
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6115 
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3142282442 
 

 
Agradezco su atención y quedo atenta a su pronta respuesta.   
 
Cordial saludo, 

 
 

JUAN DANIEL HERNANDEZ MORA 
PERSONERO DELEGADO EN VIGILANCIA ADMINISTRATIVA  

 
 

               Soacha, 7 julio de 2023 
 
PMS-VA- 1189 
 
SEÑORES  
Nueva EPS 
 
 
ASUNTO: SOLICITUD COLABORACION URGENTE 
  
La Personería Municipal de Soacha actuando como Agente del Ministerio Público, 
según lo preceptuado en la ley 136 de 1994 y en   razón al Asunto de la Referencia. 
  
Me permito solicitar acompañamiento y protección a 
los derechos fundamentales a la debida, pronta y eficaz atención en salud a los 
ciudadanos colombianos, consagrados en la ley 100 de 1993 Sistema Nacional de 
Salud, contemplados en el Título 2 de la Constitución Política, Decreto 4747 de 
2007, “sentencia T-402 de 1992, señaló que la salud debe ser entendida como 
derecho fundamental y lo ha protegido por tres vías. La primera ha sido su relación 
de conexidad con el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal y el 
derecho a la dignidad humana; la segunda, su naturaleza fundamental en contextos 
donde el tutelante es un sujeto de especial protección, y la tercera, su 
fundamentalidad   en   lo   que   respecta a un ámbito básico se protege como 
derecho fundamental autónomo. 
  
De acuerdo con el anterior enunciado; se requiere 
que en este caso se dé la atención PERENTORIA Y URGENTE al joven WILLIAM 
DAVID BONILLA BARRIOS de 25años de edad, quien se identifica con la cedula 
de ciudadanía 1.073.715.507 de Soacha Cundinamarca, quien tiene el siguiente 
diagnóstico: - ENFERMEDAD G404- OTRAS EPILEPSIAS Y SÍNDROMES 
EPILÉPTICOS GENERALIZADOS, TRASTORNO COMPORTAMENTAL Y 
RETARDO MENTAL quien requiere según orden médica del especialista tratante 
lo siguiente: 
 

- CUPS 40601 IMPLANTACIÓN DE NEUROESTIMULADOR DEL NERVIO 
VAGO. 

- 890374- CONSULTA CONTROL DE NEUROLOGÍA.  
 

La madre del usuario manifiesta que en diferentes oportunidades se ha acercado a 
la EPS autorizar la entrega del NEUROESTIMULADOR y programar la consulta de 
neurología y la respuesta de ustedes es que cambiaran la IPS prestadora, 
vulnerando el derecho que tiene el paciente a seguir siendo tratado por el 

AL CONTESTASR POR FAVOR 

CITE ESTE NUMERO 

6111 
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especialista que conoce de su historia es decir la SOCIEDAD DE CIRUGÍA DE 
BOGOTÁ HOSPITAL DE SAN JOSÉ. 
 
El presente DELEGADO PARA VIGILANCIA ADMINISTRATIVA DE LA 
PERSONERÍA DE SOACHA, les oficia para que se proceda y autorice de manera 
URGENTE LO REQUERIDO POR EL PACIENTE EN EL TERMINO DE CUATRO 
(4) DÍAS PARA PODER TENER UNA VIDA DIGNA. Este delegado, indica que bajo 
ninguna circunstancia pueden Violar derechos del precitado usuario, dado que 
según historia clínica su salud ha desmejorado hasta el punto de presentar 
episodios de agresión en contra de la familia, para lo cual anexo copia de la historia. 
 
ANEXA  
 
Historia Clínica, cedula de ciudadanía y órdenes médicas.  
 
NOTIFICACIONES: 
 
Carrera 1 No. 19B-08 Barrio 12 de marzo 
 
Laurisbarros2610@hotmail.com  

 
Teléfono 3107677801 
 

Agradezco su atención y quedo atenta a su pronta respuesta.   
 
Cordial saludo, 
 

(original firmado) 
JUAN DANIEL HERNANDEZ MORA 

PERSONERO DELEGADO EN VIGILANCIA ADMINISTRATIVA  
 

 
 
Señores 
FAMISANAR EPS 
N.I.T. 830003564 
 
 

Referencia: Derecho de Petición  
 
 
 
EDISSON MENDOZA JIMENEZ, mayor de edad, vecino de esta ciudad, identificada 
con cédula de ciudadanía No. 79.206.787, por medio del presente, con todo respeto 
me permito elevar a ustedes DERECHO DE PETICIÓN en interés particular de 
conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política, artículo 13 y siguientes 
de la ley 1755 de 2015, con base en los siguientes:  
 

HECHOS 
 

PRIMERO: Me encuentro afiliado a ustedes como Entidad Prestadora de Salud y 
encontrándome en condición de incapacidad médica desde el mes de junio de 2022 
hasta la fecha. 

mailto:Laurisbarros2610@hotmail.com
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SEGUNDO: solicite certificado de incapacidades el día 14 de julio de 2023 y en el 
no aparecen las incapacidades de los días  
 
 y me está generando inconvenientes para que puedan ser pagadas por parte del 
fondo. 
 

PETICIONES 
 

De manera respetuosa solicito: 
 
PRIMERA: Solicito de la manera más respetuosa actualización del certificado de 
incapacidades, incluyendo las siguientes: 
 

- 2023-03-27   -   2023-04-10. 
- 2023-04-11   -   2023-04-25. 
- 2023-04-26   -   2023-05-25. 
- 2023-05-26   -   2023-06-24. 
- 2023-06-24   -   2023-07-8. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
Fundamento éste Derecho de Petición de acuerdo a lo dispuesto en:  
 
Artículo 23, Constitución Nacional: Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y 
a obtener pronta resolución. 
 
Artículo 13, Ley 1755 de 2015: Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos 
de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre 
la misma. 
 
Artículo 14, Ley 1755 de 2015: Salvo norma legal especial y so pena de sanción 
disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes 
a su recepción. 
 
De acuerdo con el artículo 49 de la Constitución, el Estado colombiano “garantiza a 
todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y 
recuperación de la salud”, y con fundamento en esta disposición, se ha instituido 
dentro del régimen del Sistema General de Seguridad Social el reconocimiento y 
pago de las incapacidades, bien sean por enfermedad común, o por enfermedad 
profesional. 
  
Esto, con la finalidad de soportar al afiliado durante el tiempo en que su capacidad 
laboral se ve mermada, en virtud del principio de solidaridad que rige el Sistema 
General de Seguridad Social. Así, el reconocimiento y pago de las incapacidades 
fueron atribuidas a los distintos agentes del sistema, dependiendo del origen de la 
enfermedad o accidente (común o profesional), y de la persistencia de la afectación 
de la salud del afiliado, en el tiempo. 
  
Entonces, en primer lugar, de acuerdo con el artículo 1º del Decreto 2943 de 
2013, las Administradoras de Riesgos Laborales son las encargadas de asumir el 
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pago de las incapacidades laborales con ocasión de un accidente de trabajo o 
enfermedades laborales, desde el día siguiente a la ocurrencia del hecho o 
diagnóstico. 

  
Este pago se surte, por parte de las ARL, “(…) hasta que: (i) la persona quede 
integralmente rehabilitada y, por tanto, reincorporada al trabajo; (ii) se le califique su 
estado de incapacidad parcial permanente y en este caso se indemnice; o (iii) en el 
peor de los casos se califique la pérdida de capacidad laboral en un porcentaje 
superior al 50%, adquiriendo el derecho a la pensión de invalidez”. 

  
En segundo término, tratándose de enfermedades o accidentes de origen común, 
la responsabilidad del pago de la incapacidad o del subsidio por incapacidad radica 
en diferentes actores del sistema dependiendo de la prolongación de esta, de la 
siguiente manera: 
  
Conforme al artículo 1º del Decreto 2943 de 2013, que modificó el parágrafo 1º del 
artículo 40 del Decreto 1406 de 1999, el pago de los dos (2) primeros días de 
incapacidad por enfermedad de origen común, corresponden al empleador. 

  
A su vez, en concordancia con el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, el pago de 
las incapacidades expedidas del día tres (3) al día ciento ochenta (180) están a 
cargo de las Entidades Promotoras de Salud, y el trámite tendiente a su 
reconocimiento está a cargo del empleador. 
  
En cuanto a las incapacidades de origen común que persisten y superan el día 181. 
Si bien en principio eran objeto de debate, en tanto se asumía que el pago estaba 
condicionado a la existencia de un concepto favorable de recuperación, esta 
corporación ha sido enfática en afirmar que el pago de este subsidio corre por 
cuenta de la Administradora de Fondos de Pensiones a la que se encuentre afiliado 
el trabajador, ya sea que exista concepto favorable o desfavorable de rehabilitación. 
  
Ahora, en el evento que la EPS no cumpla con la emisión del concepto de 
rehabilitación -sea favorable o desfavorable- antes del día 120 de incapacidad 
temporal y la remisión de este a la AFP correspondiente, antes del día 150, de que 
trata el artículo 142 del Decreto Ley 019 de 2012, le compete a la EPS pagar con 
sus propios recursos el subsidio equivalente a la respectiva incapacidad temporal, 
esto, en caso de que la incapacidad se prolongue más allá de los 180 días. En tal 
sentido, asumirá desde el día 181 y hasta el día en que emita el concepto en 
mención. 
  
Así mismo, de acuerdo con la norma citada, una vez el fondo de pensiones 
disponga del concepto favorable de rehabilitación, podrá postergar el proceso de 
calificación de pérdida de capacidad laboral “hasta por 360 días calendario 
adicionales a los primeros 180 de incapacidad temporal que otorgó [y pagó] la EPS”. 
Sin embargo, en caso de que la AFP decida utilizar dicha prerrogativa, la ley prevé 
como condición el pago de un subsidio equivalente a la incapacidad temporal que 
venía disfrutando el trabajador. Contrario sensu, si el concepto de rehabilitación que 
recibe el fondo de pensiones por parte de la EPS es desfavorable, la primera deberá 
proceder de manera inmediata a calificar la pérdida de capacidad del afiliado, toda 
vez que la recuperación del estado de salud del trabajador es médicamente 
improbable. En todo caso, los subsidios por incapacidades del día 181 al día 540, 
están a cargo de las Administradoras de Fondos de Pensiones, siempre que 
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cuenten con el concepto de rehabilitación por parte de la EPS, sea este favorable 
o no para el afiliado. 
  
En este punto, como resultado del proceso de calificación de pérdida de capacidad 
laboral, es posible: i) que se determine una pérdida de capacidad laboral igual o 
superior al 50%, evento en el cual, el trabajador puede optar por la pensión de 
invalidez a cargo de la AFP a la cual se encuentre afiliado; o ii) que se fije una 
disminución ocupacional parcial, esto es, inferior al 50%, situación en la que “el 
empleador debe proceder a reincorporar al trabajador en el cargo que venía 
desempeñando o en otra actividad acorde con su situación de discapacidad, 
siempre y cuando los conceptos médicos determinen que se encuentra apto para 
ello”. En otras palabras, se configura uno de los eventos en los cuales el trabajador 
se hace acreedor del derecho a la estabilidad laboral reforzada, reconocido por esta 
Corte a partir del artículo 26 de la Ley 361 de 1997. 
  
No obstante, lo anterior, es factible que, a pesar de haberse dictaminado una 
incapacidad permanente parcial, por pérdida de capacidad laboral, inferior al 50%, 
el trabajador no recupere su capacidad laboral, y por esa causa, el médico tratante 
le siga extendiendo incapacidades, superando los 540 días, pese a haber sido 
evaluado por la junta de calificación de invalidez. Es decir, no resulta posible su 
reintegro al cargo, debido a la misma incapacidad del trabajador para reincorporarse 
a sus funciones. 
  
Al respecto, es preciso recordar que el Sistema General de Seguridad Social no 
previó esta situación dentro de su marco normativo y, por tanto, los asegurados 
incursos en estas circunstancias, antes de la promulgación de la Ley 1753 de 
2015–Ley del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, se encontraban 
desprotegidos legalmente como consecuencia de la ausencia de claridad respecto 
de la entidad que debía asumir el pago del auxilio por incapacidad cuando los 
mismos superaban los 540 días. Sin embargo, el vacío de regulación fue 
efectivamente superado con la ley mencionada, al determinar que el pago de las 
incapacidades superiores a los 540 días debía asumirse por las entidades 
promotoras de salud (EPS) y que como mecanismo para reevaluar la real 
capacidad de trabajo del afectado y propender oportunamente por la 
reincorporación del asegurado a sus funciones laborales, el Gobierno Nacional 
tenía la obligación de reglamentar el procedimiento de revisión periódica de la 
incapacidad. 

  
En efecto, el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015, indicó: 

  
“ARTÍCULO 67. Recursos que administrará la entidad administradora de 
los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud. La 
Entidad administrará los siguientes recursos: 
 (…) 
  
Estos recursos se destinarán a: 
  
a) El reconocimiento y pago a las Entidades Promotoras de Salud por 
el aseguramiento y demás prestaciones que se reconocen a los afiliados 
al Sistema General de Seguridad Social en Salud, incluido el pago de 
incapacidades por enfermedad de origen común que superen los 
quinientos cuarenta (540) días continuos. El Gobierno Nacional 
reglamentará, entre otras cosas, el procedimiento de revisión periódica 
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de la incapacidad por parte de las EPS, el momento de calificación 
definitiva, y las situaciones de abuso del derecho que generen la 
suspensión del pago de esas incapacidades.” (Resaltado de la Sala) 

  
De la norma transcrita se advierte: i) que el Legislador asignó la responsabilidad 
de sufragar las incapacidades superiores a 540 días a las EPS, y ii) que las EPS 
pueden perseguir el reconocimiento y pago de las sumas canceladas por dicho 
concepto en los términos del artículo 67 de la Ley 1753 de 2015 ante la entidad 
administradora de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud, que asumió funciones a partir del 1º de agosto de 2017, según lo prescrito 
en el artículo 1º del Decreto 546 de 2017. 
  
Adicionalmente, es oportuno aclarar que de ninguna manera puede entenderse que 
el pago de los subsidios por incapacidad al asegurado se encuentra sujeto a 
condición alguna, toda vez que, conforme al texto normativo trascrito, lo que quedó 
en suspenso, fue la reglamentación del procedimiento de revisión periódica de 
incapacidad por parte de las EPS, entre otros asuntos, y no el cumplimiento del 
deber de pagar los subsidios por incapacidades. Por tanto, desde la entrada en 
vigor de la Ley 1753 de 2015, el pago del subsidio por incapacidades que superan 
el día 540, quedó a cargo de las EPS y desde entonces, tienen el deber de sufragar 
los valores por dicho concepto a favor del asegurado. 
  
Igualmente, conviene reiterar que el deber legal de asumir las incapacidades 
originadas en enfermedad común que superen los 540 días (que está a cargo de 
las EPS) tampoco se encuentra condicionado a que se haya surtido la calificación 
de pérdida de capacidad laboral del afiliado, toda vez que la falta de diligencia de 
las entidades no puede derivar en una carga más gravosa para quien afronta una 
incapacidad prolongada. 
  
Sobre la base de lo expuesto, el régimen de pago de incapacidades o subsidios por 
incapacidad por enfermedades de origen común está previsto de la siguiente 
manera: 
 

Periodo Entidad obligada Fuente normativa 

Día 1 y 2 Empleador Artículo 1º del Decreto 2943 de 2013 

Día 3 a 180 E.P.S. 

Artículo 1º del Decreto 2943 de 2013 en 
concordancia con el artículo 142 del Decreto 
019 de 2012, que modificó el artículo 41 de 
la Ley 100 de 1993 

Día 181 
hasta el 540 Fondo de Pensiones 

Artículo 142 del Decreto Ley 019 de 2012, 
que modificó el artículo 41 de la Ley 100 de 
1993 

Día 541 en 
adelante E.P.S. Artículo 67 de la Ley 1753 de 2015 

 
 

NOTIFICACIONES 
 
Estaré atento a recibir notificaciones en la dirección  
 
 

 
Agradezco su atención, esperando pronta y positiva respuesta. 
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Cordialmente, 
 
 
 
 
EDISSON MENDOZA JIMENEZ  
c.c. 79.206.787 
 

 
Señores 
 
DUPREE 
 
 
 
 

Referencia: Derecho de Petición  
 
 
JAIR ENRIQUE UMAÑA VILLAMIZAR, mayor de edad, vecino de esta ciudad, 
identificada con cédula de ciudadanía No.8.788.522, por medio del presente, con 
todo respeto me permito elevar a ustedes DERECHO DE PETICIÓN en interés 
particular de conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política, artículo 13 y 
siguientes de la ley 1755 de 2015, con base en los siguientes: 
 

HECHOS 
 

PRIMERO: La firma de abogados especializados AGORA, en representación de 
ustedes me está haciendo un cobro jurídico por un valor de tres millones ciento 
cuarenta y cinco mil cuatrocientos diez pesos ($ 3.000.000) por una deuda 
supuestamente de un millón quinientos ochenta y cuatro mil setecientos cincuenta 
y nueve mil pesos.  
 
SEGUNDO: no tengo conocimiento de haber adquirido crédito alguno con ustedes, 
es por eso que desconozco la deuda. 
 
 

PETICIONES 
 

 
PRIMERA:  Solicito muy amablemente copia del supuesto contrato que suscribí con 
ustedes en donde se demuestre la obligación clara, expresa y exigible que me están 
cobrando. 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Fundamento éste Derecho de Petición de acuerdo a lo dispuesto en:  
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Artículo 23, Constitución Nacional: Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y 
a obtener pronta resolución. 
 
Artículo 13, Ley 1755 de 2015: Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos 
de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre 
la misma. 
 
Artículo 14, Ley 1755 de 2015: Salvo norma legal especial y so pena de sanción 
disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes 
a su recepción. 
 
Artículo 1. Ley 1751 de 2015 Objeto. La presente ley tiene por objeto garantizar el 
derecho fundamental a la salud, regularlo y establecer sus mecanismos de 
protección. 
 Artículo 2. Ley 1751 de 2015 Naturaleza y contenido del derecho fundamental a la salud. 

El derecho fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable en lo individual y en lo 

colectivo. Comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con 

calidad para la preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud. El Estado adoptará 

políticas para asegurar la igualdad de trato y oportunidades en el acceso a las actividades de 

promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las 

personas. De conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política, su prestación como 

servicio público esencial obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervisión, 

organización, regulación, coordinación y control del Estado. 

 

Artículo 8. Ley 1751 de 2015 La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán 

ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con 

independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, 

cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la 

responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud 

del usuario. En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología 

de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos 

esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud 

diagnosticada. 

 

 El “pago de lo no debido” según el artículo 2313 del Código Civil, se 

configura cuando una persona que por error ha hecho un pago, prueba que no 

lo debía, y por ello le surge el derecho a repetir por lo pagado. Ese pago de lo 

no debido incluye aún lo pagado por error de derecho cuando el pago no tenía 

fundamento en una obligación ni siquiera puramente natural. En el caso bajo 

estudio, observa la Sala de Revisión que la Caja de Sueldos de Retiro de la 

Policía Nacional en resolución No. 02656 del 18 de junio de 2006, concluyó 

que efectuada la reliquidación -reajuste- de la prima de actuación a la asignación 

de retiro del actor, no había lugar al pago de valores por cuanto no se puede 

extender la figura de la prima de actuacialización después del 1° de enero de 

1996 como factor computable de la asignación, ya que aquella prima se 

subsumió e incorporó en la nivelación salarial que dispuso el Decreto 107 de 

1996. Entonces, nótese que jamás operó un pago de lo no debido, excepción que 

se repite, es diferente de la excepción de pago puro y simple posterior a la 



 

 
PERSONERÍA DE SOACHA 

CIUDAD INCLUYENTE 
                      Con Deberes y Derechos 

 
 

 

Carrera 4 No.29ª-02, centro comercial  Unisur, local 1042 (Soacha). 
 Teléfonos: 729 2366-732 0202. 

      
12 

 

 
 

sentencia que constituye el título ejecutivo, la cual se está habilitada para atacar 

directamente tal título. 
 

NOTIFICACIONES 
 
Estaré atento a recibir notificaciones en la dirección carrera 47 este No. 08-09 Barrio 
los Cerezos Soacha 
 
Celular 3025401978 
 
Correo  jair1102@hotmail.com   
 
Agradezco su atención, esperando pronta y positiva respuesta. 
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
JAIR ENRIQUE UMAÑA VILLAMIZAR  
c.c. .8.788.522 
 

 
Señores 
ETB 
 
 

Referencia: Derecho de Petición  
 
 
 
JUAN MANUEL GODOY ZAMORA, mayor de edad, vecino de esta ciudad, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 2840767, por medio del presente, con 
todo respeto me permito elevar a ustedes DERECHO DE PETICIÓN en interés 
particular de conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política, artículo 13 y 
siguientes de la ley 1755 de 2015, con base en los siguientes:  
 

HECHOS 
 

PRIMERO: Soy propietaria del inmueble ubicado en la CARRERA 10 ESTE No.29-
11 San Mateo, y tengo contrato de prestación de servicios de telefonía e internet 
con ustedes. 
 
SEGUNDO: Hace dos meses hubo un hurto del cable en el sector y desde esa fecha 
no contamos con el servicio de telefonía e internet con ustedes. 
 
TERCERO: Se hizo el requerimiento a ustedes como empresa prestadora de 
servicio sobre lo acontecido y hasta la fecha no han realizado las reparaciones 
pertinentes, pero si siguen cobrando las facturas como si el servicio se hubiera 
restablecido. 

PETICIONES 

mailto:jair1102@hotmail.com
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De manera respetuosa solicito: 
 
PRIMERA: Solicito de la manera más respetuosa posible me indiquen cuando 
realizarían los arreglos pertinentes. 
 
SEGUNDA: me informen por que continúan haciendo los cobros cuando no hay 
prestación del servicio. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Fundamento éste Derecho de Petición de acuerdo a lo dispuesto en:  
 
Artículo 23, Constitución Nacional: Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y 
a obtener pronta resolución. 
 
Artículo 13, Ley 1755 de 2015: Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos 
de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre 
la misma. 
 
Artículo 14, Ley 1755 de 2015: Salvo norma legal especial y so pena de sanción 
disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes 
a su recepción. 
 
 

NOTIFICACIONES 
 
Estaré atento a recibir notificaciones en la dirección CARRERA 10 ESTE No.29-11 
San Mateo, 3208529819 

 

 
Agradezco su atención, esperando pronta y positiva respuesta. 
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
JUAN MANUEL GODOY ZAMORA 
c.c. 2.840.767 
 

Señor  
Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad No. ______ de Bogotá. 
 
 
Sentenciado: JORGE STIVEN CAMARGO MEDINA C.C. 1.014.290.919 
Delito: Hurto agravado y calificado. 
Radicado: ___________ 
Asunto: Solicitud de Paz y Salvo por pena cumplida. 
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JORGE STIVEN CAMARGO MEDINA, identificado con No. de cedula 
1.014.290.919, actuando en nombre propio señor juez, le manifiesto que a la fecha 
he cumplido con la pena de libertad de 40 meses de prisión intramuros y 
domiciliarios, sentencia dictada por el juzgado 21 de ejecución de penas de Bogotá 
D.C, que posteriormente el día 5 de diciembre de 2021 se me otorgó la prisión 
domiciliaria y a la fecha el termino de periodo de prueba ya ha sido superado. 
De esta forma señor juez solicito respetuosamente se expida PAZ Y SALVO POR 
PENA CUMPLIDA, con el fin de logar cerrar este capítulo de mi vida y avanzar en 
el desarrollo de mi proyecto de vida con dignidad. 
Así las cosas, de manera muy atenta comedida reitero la solicitud de extinguir la 
pena señalada y dar cumplimiento de la disposición del artículo 476 del código de 
procedimiento penal.  

ARTÍCULO 476. EXTINCIÓN DE LA CONDENA Y DEVOLUCIÓN DE LA 
CAUCIÓN. Cuando se declare la extinción de la condena conforme al Código 
Penal, se devolverá la caución y se comunicará a las mismas entidades a 
quienes se comunicó la sentencia o la suspensión condicional de la ejecución 
de la pena 

 
Cordialmente  
 
 
 
JORGE STIVEN CAMARGO MEDINA 
C.C. 1.014.290.919 
 

SEÑOR 

JUEZ DE TUTELA (REPARTO) 

E.   S.   D. 

   

  

Ref.: ACCIÓN DE TUTELA TRATAMIENTO INTEGRAL 

Accionante: JESSICA NATALIE ESPINAL MORENO como 

agente oficiosa de su hijastro RENGLARD MIGUEL ÁNGEL 

CÁRDENAS SANDOVAL. 

Accionado: EPS- ECOOPSOS. 

 

JESSICA NATALIE ESPINAL MORENO, identificada como aparece al pie de mi 

firma, actuando como agente oficiosa de su hijastro RENGLARD MIGUEL 

ÁNGEL CÁRDENAS SANDOVAL, e invocando el artículo 86 de la Constitución 

Política, acudo ante su Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra 

EPS-ECOOPSOS, con el objeto de que se protejan los derechos 

constitucionales fundamentales que a continuación enuncio y los cuales se 

fundamentan en los siguientes hechos:  

    

HECHOS 

 

1. Soy madrastra (madre cuidadora) de RENGLARD MIGUEL ÁNGEL 

CÁRDENAS SANDOVAL, quien hoy en día tiene la edad de 26 años, el cual 

tiene el siguiente diagnóstico: BAJA MASA ÓSEA PARA EDAD (M818), 

SECUELAS DE ENCEFALOPATÍA HIPOXIA ISQUÉMICA EN PERIODO 
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LACTANTE, PARÁLISIS CEREBRAL, EPILEPSIA FOCAL ESTRUCTURAL, 

HIDROCEFALIA, VÁLVULA HAKIM, RETARDO MENTAL SEVERO, 

DEPENDENCIA FUNCIONAL SEVERA (BARTHEL 0). 

 

 

I. En varias oportunidades la EPS ha colocado trabas administrativas 

para entregar los medicamentos, procedimientos y elementos que 

requiere mi hijo para tratar sus complicaciones de salud, es por esa 

medida que me he visto obligada a instaurar diferentes solicitudes, 

como lo fue el día 10 de abril de 2023 que la Personería Municipal de 

Soacha me ayudó en la elaboración de un documento DFIA-386-2023 

con la intención de que la EPS me resolviera las solicitudes, en este 

caso: 

 

- Atención (visita) domiciliaria, por medicina general (una al mes). 

- Atención (visita) domiciliaria, por fisioterapia (12 visitas al mes). 

- Atención (visita) domiciliaria, por terapia ocupacional (8 visitas al 

mes). 

- Atención (visita) domiciliaria, por foniatría y fonoaudiología (8 

visitas al mes) 

- Turo de auxiliar de enfermería de 6 horas a domicilio (26 turno al 

mes). 

 

II. Teniendo en cuenta el estado de salud de mi hijo y dado las 

complicaciones de salud que tiene acudo ante usted señor Juez para 

poder acceder de forma perentoria y urgente a los tratamientos y 

demás procedimientos que la condición de mi hijo requiera y que 

además se me dé un trato digno y un TRATAMIENTO INTEGRAL a su 

salud. En ese orden, la EPS SURA no puede imponer obstáculo alguno 

para que como paciente acceda a todas aquellas prestaciones que 

el médico tratante considere que son las indicadas para combatirlas 

afecciones que tiene mi hija, de manera oportuna y completa. 

 

DERECHO FUNDAMENTAL VIOLADO 

  

Estimo violado el derecho a la SALUD en conexidad con los derechos 

fundamentales a la VIDA e INTEGRIDAD PERSONAL, consagrados en los 

artículos 1, 11, 48 y 49 de la Constitución Política de Colombia de 1991, de 

mi menor hija RENGLARD MIGUEL ÁNGEL CÁRDENAS SANDOVAL. 

 

Los derechos fundamentales, a la salud, la seguridad social y la vida en 

condiciones dignas, al negarse a suministrar el oxígeno o urgentes 

ordenados por los diferentes médicos tratante de la EPS SURA. 

 

CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
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 1. El artículo 48 de la Constitución consagró la seguridad social como un 

derecho de carácter irrenunciable que requiere garantizarse a todos los 

habitantes del territorio colombiano, y como servicio público obligatorio, 

bajo el control del Estado, que debe ser prestado con sujeción a los 

principios de solidaridad, eficiencia y universalidad. 

 

Acorde con lo dispuesto por el citado artículo, la jurisprudencia de esta 

Corte ha determinado que el derecho fundamental a la seguridad social se 

encuentra definido como aquel “conjunto de medidas institucionales 

tendientes a brindar progresivamente a los individuos y sus familias, las 

garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan 

afectar su capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos 

suficientes para una subsistencia acorde con la dignidad del ser humano.”1 

 

Por su parte, el artículo 49 de la Carta, en relación con lo anterior, consagró 

que toda persona tiene el derecho de acceso a la protección y 

recuperación de su salud, el cual se encuentra a cargo del Estado y que 

debe ser prestado conforme a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad. 

 

Así, en desarrollo de las normas constitucionales citadas, el Congreso expidió 

la Ley 100 de 1993 “por medio de la cual se crea el Sistema General de 

Seguridad Social”, con el objetivo de otorgar el amparo frente a aquellas 

contingencias a las que puedan verse expuestas las personas con la 

posibilidad de afectar su salud y su situación económica. En ese orden, el 

sistema fue estructurado con los siguientes componentes: (i) el Sistema 

General en Pensiones, (ii) el Sistema General en Salud, (iii) el Sistema General 

de Riesgos Profesionales y (iv) Servicios Sociales Complementarios. 

 

De igual forma, y por interesar a esta causa, la mencionada ley dispone 

como uno de los objetivos del Sistema General en Salud, crear condiciones 

de acceso a todos los niveles de atención para toda la población, orientado 

por los principios de universalidad, calidad y eficiencia, entre otros. 

 

Asimismo, la Ley 1751 de 2015, reconoció el carácter fundamental que 

comporta este derecho, tal como lo venía señalando la jurisprudencia 

constitucional. Dicha garantía, consiste en una serie de medidas y 

prestación de servicios, en procura de su materialización, en el más alto nivel 

de calidad e integralidad posible. 

 

En ese orden, esta Corte ha sostenido que, en virtud del derecho 

fundamental a la salud, el Estado está en la obligación de adoptar aquellas 

                                                 
1Sentencia T-1040 de 2008. 
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medidas necesarias para brindar a las personas este servicio de manera 

efectiva e integral, derecho que, de encontrarse de alguna manera 

amenazado, puede ser protegido por vía de acción de tutela. 

 

En ese orden, esta Corte ha sostenido que, en virtud del derecho 

fundamental a la salud, el Estado está en la obligación de adoptar aquellas 

medidas necesarias para brindar a las personas este servicio de manera 

efectiva e integral, derecho que, de encontrarse de alguna manera 

amenazado, puede ser protegido por vía de acción de tutela. 

  

Lo anterior cobra mayor importancia cuando se trata de sujetos que se 

encuentran en situación de debilidad manifiesta, como es el caso de los 

niños, las personas de la tercera edad, quienes sufren de enfermedades 

catastróficas, entre otras, como por ejemplo, todo tipo de cáncer, y también 

sujetos que padecen algún tipo de discapacidad2, puesto que, sumado a 

la prestación de un servicio de calidad y un tratamiento eficiente e integral 

para la enfermedad que se padezca, estos merecen una especial 

protección por parte del Estado. 

 

PRINCIPIO DE INTEGRALIDAD EN LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE SALUD, 

REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. 

 

Esta Corporación, en diversas oportunidades, se ha referido al principio de 

integralidad en materia de salud. Una de las perspectivas a través de las 

cuales se ha abordado el tema, es aquella relativa a la adopción de todas 

las medidas necesarias encaminadas a brindar un tratamiento que 

efectivamente mejore las condiciones de salud y calidad de vida de las 

personas. 3 Es decir, es obligación del Estado y de las entidades encargadas 

de la prestación del servicio, propender hacia “la autorización total de los 

tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, 

controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del 

cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el 

médico tratante”4, como lo determinó también el artículo 8 de la Ley 1751 

de 2015. Subrayado nuestro. 

 

En ese orden, no se puede imponer obstáculo alguno para que el paciente 

acceda a todas aquellas prestaciones que el médico tratante considere 

que son las indicadas para combatir sus afecciones, de manera oportuna y 

completa. 

 

                                                 
2La respecto ver las Leyes 1346 de 2009 (art. 25 y 26), 1618 de 2013 (art.7, 9,10) y 1751 de 2015 (art. 11). 
3Sentencia T-408 de  2011. 
4Sentencia T-408 de  2011. 
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Así, por regla general, los servicios que deben ser otorgados de manera 

integral, son aquellos que el profesional de la salud estime pertinentes para 

atender el padecimiento que se presente. Al respecto, la Corte ha señalado 

que: 

 

“(…) el principio de integralidad no puede entenderse de manera 

abstracta, lo cual supone que las órdenes de tutela que reconocen 

atención integral en salud se encuentran sujetas a los conceptos que 

emita el personal médico, y no, por ejemplo, a lo que estime el 

paciente. En tal sentido, se trata de garantizar el derecho 

constitucional a la salud de las personas, siempre teniendo en cuenta 

las indicaciones y requerimientos del médico tratante.”5 

 

Bajo esa perspectiva, dado que con el tratamiento integral se logra 

garantizar la atención eficiente, adecuada y oportuna de las patologías 

que puedan presentar los pacientes diagnosticados por el respectivo 

médico tratante, el amparo por vía de tutela se torna procedente. 

  

Ahora bien, la Corte ha identificado que existen ciertos eventos en los que 

no se logra evidenciar con claridad que el tratamiento solicitado por el 

paciente relacionado con la atención integral, provenga de una orden 

médica o siquiera se acredite concepto o criterio del galeno, por tanto, 

sostiene que, en estos casos, el juez constitucional al conceder el amparo, 

debe ajustarse a precisos presupuestos, que le permitan determinar con 

claridad la orden que se pretende6 dictar, a saber: 

   

“(i) la descripción clara de una determinada patología o 

condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) 

por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones 

necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por 

cualquier otro criterio razonable”7 

 

De igual manera, se considera pertinente resaltar que, tal como lo ha 

sostenido la jurisprudencia de este Tribunal, cuando están en juego las 

garantías fundamentales de sujetos que merecen una especial protección 

constitucional, como es el caso de menores de edad, adultos mayores, 

indígenas, desplazados, personas con discapacidad física o que padezcan 

enfermedades catastróficas como sida o cáncer entre otras patologías, la 

atención integral en materia de salud debe ser brindada 

independientemente de que las prestaciones requeridas se encuentren o 

no incluidas en el Plan Obligatorio de Salud.8 

                                                 
5Sentencia T-053 de 2009. 
6Al respecto ver sentencia T-209 de 2013 entre otras. 
7Sentencia T-531 de 2009. 
8Al respecto ver sentencia T-408 de 2011 y T-209 de 2013, entre otras. 
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A la luz de lo anterior, la Corte ha reiterado, a su vez, que debido a que el 

derecho fundamental a la salud comprende no solo el bienestar físico, 

biológico y funcional de la persona, sino, también, los aspectos psicológicos 

y emocionales y que la atención integral debe aplicarse a todas estas 

facetas, se configura la obligación de las EPS de brindar un tratamiento 

completo para todas las enfermedades que afectan todos aquellos ámbitos 

que hacen parte del mencionado derecho, para, de esta manera, propiciar 

una adecuada calidad de vida y dignidad humana en todas las esferas de 

la salud de una persona.9 

 

Bajo la anterior perspectiva, la Corte ha reconocido que el servicio de salud 

debe ir orientado no solo a superar las afecciones que perturben las 

condiciones físicas o mentales de la persona, sino, también, a sobrellevar la 

enfermedad manteniendo la integridad personal.  En ese mismo sentido, es 

que se debe encaminar la protección constitucional del derecho 

fundamental a la salud, es decir que, a pesar del padecimiento y además 

de brindar el tratamiento integral adecuado, se debe propender a que su 

entorno sea tolerable y digno.       

 

En efecto, el derecho en cuestión puede resultar vulnerado cuando la 

entidad prestadora del servicio se niega a acceder a aquellas prestaciones 

asistenciales que, si bien no tienen la capacidad de mejorar la condición de 

salud de la persona, logran hacer que la misma sea más manejable y digna, 

buscando disminuir las consecuencias de su enfermedad. Sobre el particular 

la Corte ha sostenido que: 

 

“(…)el derecho a la vida implica también la salvaguardia de 

unas condiciones tolerables, que permitan subsistir con dignidad 

y, por tanto, para su protección no se requiere estar enfrentado 

a una situación inminente de muerte, sino que al hacerse 

indigna la existencia ha de emerger la protección 

constitucional.”10 

 

De lo anterior se desprende, que para esta Corte es factible la ocurrencia de 

eventos en los cuales resulta contario al principio de integralidad en materia 

de salud, que se exijan trámites netamente administrativos para acceder a 

ciertos servicios, cuando de la condición de la persona resulta evidente que 

los requiere para sobrellevar la afectación que la aqueja y, frente a los 

cuales, someterla a solicitar una prescripción médica puede resultar 

desproporcionado. Tal enfoque ha sido reiterado en numerosas 

oportunidades por la Corporación. 

                                                 
9Al respecto ver Sentencia T-381 de 2014. 
10SentenciaT-694 de 2009. 
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Bajo ese orden de ideas, es claro que en casos en los que la enfermedad de 

la persona hace notorias sus condiciones indignas de existencia, resulta 

desproporcionado y contrario al principio de integralidad en materia de 

salud, que se exijan requisitos de carácter administrativo, como lo es la 

prescripción por parte del galeno tratante, para que el paciente pueda 

recibir la asistencia médica requerida. 

 

Así las cosas, cabe concluir que el tratamiento integral en materia de salud, 

comporta una gran importancia en cuanto a la garantía efectiva de este 

derecho fundamental, en la medida en que no se reduce a la prestación 

de medicamentos o de procedimientos de manera aislada, sino que 

abarca todas aquellas prestaciones que se consideran necesarias para 

conjurar las afecciones que puede sufrir una persona, ya sean de carácter 

físico, funcional, psicológico emocional e inclusive social, derivando en la 

imposibilidad de imponer obstáculos para obtener un adecuado acceso al 

servicio, reforzándose aún más dicho entendimiento cuando se trata de 

sujetos que merecen un especial amparo constitucional. 

 

 

La sentencia T-083/2016 En respaldo al tratamiento especial del 

derecho fundamental per se a la salud de niños, niñas y adolescentes, este 

Tribunal ha indicado que existen instrumentos internacionales que les otorgan 

estatus de sujetos de protección especial, entre los cuales, se destacan los 

siguientes: 

La Convención sobre los Derechos del Niño, cuyo artículo 24 reconoce “el 

derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios 

para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los 

Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su 

derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. Los Estados Partes asegurarán 

la plena aplicación de este derecho, y, en particular, adoptarán las medidas 

apropiadas para: … b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la 

atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié 

en el desarrollo de la atención primaria de salud”. 

La Declaración de los Derechos del Niño, en su artículo 4º prevé que “… el 

niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a 

crecer y desarrollarse en buena salud, con este fin deberán proporcionarse 

tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal 

y postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, 

recreo y servicios médicos adecuados.” 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

algunos de cuyos parámetros también propenden por la protección de los 

derechos fundamentales de los niños, como el numeral 2º del artículo 12, el 
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cual establece lo siguiente: “a) es obligación de los Estados firmantes 

adoptar medidas necesarias para la reducción de la mortinatalidad y de la 

mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños”, y el literal d) del mismo 

artículo, que dispone adoptar medidas necesarias para “la creación de 

condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en 

caso de enfermedad”. 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 24 

señala: “Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de 

raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición 

económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de 

menor requiere tanto por parte de su familia como de la sociedad y del 

Estado.” 

 La Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 19: “Todo niño 

tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor 

requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.” 

La Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 25.2: “La 

maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados de asistencia 

especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, 

tienen derecho a igual protección social.” 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, adoptada el 13 de diciembre de 2006 por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas, aprobada mediante Ley 1346 del 31 de julio 

de 2009, las cuales fueron declaradas exequibles en Sentencia C-293 de 

2010, en su artículo 1º establece como propósito “promover, proteger y 

asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos 

humanos y libertades fundamentales por todas las personas con 

discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente”. 

El artículo 26 de la referida Convención obliga a los Estados Parte a adoptar 

medidas efectivas y pertinentes, aún si contaran con “el apoyo de personas 

que se hallen en las mismas circunstancias, para que las personas con 

discapacidad puedan lograr y mantener la máxima independencia, 

capacidad física, mental, social y vocacional, y la inclusión y participación 

plena en todos los aspectos de la vida”, organizando, intensificando y 

ampliando servicios y programas generales de habilitación y rehabilitación, 

en particular en los ámbitos de salud, empleo, educación y los servicios 

sociales, comenzando “en la etapa más temprana posible”. 

El Protocolo adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos 

en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en el literal e) 

del artículo 13 estatuye que “se deberán establecer programas de 

enseñanza diferenciada para los minusválidos a fin de proporcionar una 

especial instrucción y formación a personas con impedimentos físicos o 

deficiencias mentales”. A su turno, el artículo 18 de dicho instrumento 

internacional indica que “toda persona afectada por una disminución de 
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sus capacidades físicas o mentales tiene derecho a recibir una atención 

especial con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad” . 

Así, en procura de alcanzar los propósitos señalados, los Estados Parte 

deben “incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano la 

consideración de soluciones a los requerimientos específicos generados 

por las necesidades de este grupo”. 

La Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra personas con discapacidad, en su artículo 3º 

dispone que es obligación de los Estados Parte adoptar “medidas para 

eliminar progresivamente la discriminación y promover la integración por 

parte de las autoridades gubernamentales y/o entidades privadas en la 

prestación o suministro de bienes, servicios, instalaciones, programas y 

actividades tales como el empleo, el transporte, las comunicaciones, la 

vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso a la justicia y los 

servicios policiales, y las actividades políticas y de administración”. 

Con fundamento en lo anterior, es evidente que la acción de tutela resulta 

procedente en tratándose de solicitudes de amparo relacionadas o que 

involucran niños, niñas o adolescentes, más aún si estos padecen alguna 

enfermedad o afección, o si se encuentran en situación que les genere 

discapacidad, ya que es patente la debilidad en que se encuentran, 

circunstancias que ameritan protección especial por parte del juez de tutela, 

a fin de hacer efectiva la preceptiva superior que proscribe toda 

manifestación y trato de contenido desigual. 

La falta del servicio, intervención, procedimiento, insumo o tratamiento, 

vulnera o pone en riesgo los derechos a la salud, la vida o la integridad 

personal de quien lo requiere, sea porque amenaza su existencia o 

deteriora, agrava o no palia el estado de salud, con desmedro de la 

pervivencia en condiciones dignas. 

PRUEBAS 

 

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito señor Juez 

se sirva tener en cuenta las siguientes pruebas:  

 

1. Copia de mi cedula de ciudadanía. 

2. Copia de cedula de identidad de RENGLARD MIGUEL ÁNGEL 

CÁRDENAS SANDOVAL. 

3. Copia de Epicrisis suministrada por Colsubsidio 30 de junio de 2023. 

4. Ordenes médicas. 

5. Oficio PMS DFIA  386-2023 

6. Derecho de petición dirigido a EPS Famisanar.  

 

PRETENSIONES 
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Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer 

y ordenar a favor mío lo siguiente:  

 

PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental a la salud por conexidad con el 

derecho fundamental a la vida de RENGLARD MIGUEL ÁNGEL CÁRDENAS 

SANDOVAL y, en consecuencia.  

 

SEGUNDO: Ordenar a la EPS Famisanar y/o quien corresponda, que: 

 

 Se dé un tratamiento integral a RENGLARD MIGUEL ÁNGEL CÁRDENAS 

SANDOVAL, con su diagnóstico de  

 

 

- diagnóstico: BAJA MASA ÓSEA PARA EDAD (M818), SECUELAS DE 

ENCEFALOPATÍA HIPOXIA ISQUÉMICA EN PERIODO LACTANTE, 

PARÁLISIS CEREBRAL, EPILEPSIA FOCAL ESTRUCTURAL, HIDROCEFALIA, 

VÁLVULA HAKIM, RETARDO MENTAL SEVERO, DEPENDENCIA 

FUNCIONAL SEVERA (BARTHEL 0). 

 

 

 Se ordene y se realice lo que hasta ahora han solicitado sin éxito 

alguno como lo es: 

 

- Atención (visita) domiciliaria, por medicina general (una al mes). 

- Atención (visita) domiciliaria, por fisioterapia (12 visitas al mes). 

- Atención (visita) domiciliaria, por terapia ocupacional (8 visitas al 

mes). 

- Atención (visita) domiciliaria, por foniatría y fonoaudiología (8 

visitas al mes) 

- Turo de auxiliar de enfermería de 6 horas a domicilio (26 turno al 

mes). 

 

 Se brinde un tratamiento integral y se dé sin ninguna demora y 

retraso los medicamentos, tratamientos y citas médicas que se 

requieran para garantizar una mejora en la condición de salud de 

mi hijo.  

 

TERCERO: Se dé un tratamiento INTEGRAL a mi hijo RENGLARD MIGUEL ÁNGEL 

CÁRDENAS SANDOVAL con el fin de garantizar mi derecho a la salud y a la 

vida digna.  

 

ANEXOS 

 

• Copia de la tutela para el archivo del Juzgado  

• Copia de los documentos relacionado en el acápite de pruebas  

 



 

 
PERSONERÍA DE SOACHA 

CIUDAD INCLUYENTE 
                      Con Deberes y Derechos 

 
 

 

Carrera 4 No.29ª-02, centro comercial  Unisur, local 1042 (Soacha). 
 Teléfonos: 729 2366-732 0202. 

      
24 

 

 
 

JURAMENTO 

 

Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado 

ninguna otra acción de tutela por los mismos hechos y derechos.  

 

NOTIFICACIONES 

 

Accionante  

 

CALLE 38 No 31-118 CASA 384 MARGARITA 1 CIUDAD VERDE. 

Jessi.natha@gmail.com 

3006051321 

 

 

 

Famisanar EPS 

 
notificaciones@famisanar.com.co  
  

 

 

JESSICA NATALIE ESPINAL MORENO 

C.C 52.206.330 

 

SEÑOR  

JUEZ DE TUTELA (REPARTO)  

E.   S.   D.  

 

REF: Acción de Tutela para proteger el derecho a la vida, dignidad 

humana y mínimo vital 

Accionante: ANGIE TATIANA BOLÍVAR MARÍN  

Accionado: FAMISANAR EPS   

 

ANGIE TATIANA BOLÍVAR MARÍN, identificada como aparece al pie de mi 

firma, actuando en nombre propio, invocando el artículo 86 de la 

Constitución Política, acudo ante su Despacho para instaurar ACCIÓN DE 

TUTELA contra FAMISANAR EPS, con el objeto de que se protejan los derechos 

constitucionales fundamentales que a continuación enuncio y los cuales se 

fundamentan en los siguientes hechos:     

 

HECHOS 

 

PRIMERO: Soy una persona que en estos momentos me encuentro cotizando 

como independiente ante la EPS Famisanar IPS Colsubsidio. 

 

mailto:Jessi.natha@gmail.com
mailto:notificaciones@famisanar.com.co
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SEGUNDO: Me encontraba en estado de gestación, y el día 4 de abril del 

2023 dí a luz a mi hijo en la CLÍNICA DEL OCCIDENTE, desde esa fecha corre 

mi licencia de maternidad, que a la fecha no me ha cancelado la EPS. 

 

TERCER: La clínica del occidente expidió con No. 275430 licencia de 

maternidad de fecha 3 de abril de 2023 al 27 de agosto de 2023. 

 

CUARTO: He realizado varias solicitudes a la EPS y no me han dado respuesta 

de fondo, como se puede evidenciar con el radicado de fecha 10 de abril 

de 2023 No. 5010-2023-E-165705.  

 

Cabe resaltar su señoría que la constante dilación por parte de la EPS en el 

reconocimiento del pago de licencia de maternidad constituye una grave 

violación a mi derecho al mínimo vital, dado que no recibo otro ingreso que 

me permita tener una calidad de vida aceptable. 

 

Aunado a lo anterior la EPS aquí accionada también está vulnerando mi 

derecho a la dignidad humana y en consecuencia la vida ya que debido a 

la falta de recursos económicos no he podido continuar con una calidad 

de vida digna. 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

Estimo violado el derecho al MINIMO VITAL en conexidad con los derechos 

fundamentales a la DIGNIDAD HUMANA y LA VIDA, consagrados en los 

artículos 53, y de la Constitución Política de Colombia de 1991.  

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

Sentencia T-010/17 ACCION DE TUTELA-Requisitos de procedencia 

 

La Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es una 

herramienta procesal preferente, informal, sumaria y expedita que pretende 

el amparo de los derechos fundamentales de una persona que se ven 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública 

o particular. No obstante, para que la solicitud de amparo proceda, se 

requiere el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) legitimación por 

activa; (ii) legitimación por pasiva; (iii) trascendencia iusfundamental del 

asunto; (iv) agotamiento de los mecanismos judiciales disponibles, salvo la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable (subsidiariedad); y (v) la evidente 

afectación actual de un derecho fundamental (inmediatez). 

 

Dado lo anterior, se cumplen todos los requisitos para presentar la tutela ya 

que se han agotado todos los procedimientos necesarios para el pago de 

mis incapacidades, así mismo dado que actualmente tengo problemas 

económicos y con el fin de evitar un perjuicio irremediable, se evidencia 

afectación a mi mínimo vital, a la dignidad humana y la vida.   

  

Decreto 4023 de 2011: 
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“Articulo 24. Pago de prestaciones económicas. A partir de la fecha de 

entrada en vigencia de las cuentas maestras de recaudo, los aportantes y 

trabajadores independientes, no podrán deducir de las cotizaciones en 

salud, los valores correspondientes a incapacidades por enfermedad 

general y licencias de maternidad y/o paternidad. 

 

Parágrafo 1°. La EPS o la EOC que no cumpla con el plazo definido para el 

trámite y pago de las prestaciones económicas, deberá realizar el 

reconocimiento y pago de intereses moratorios al aportante, de acuerdo 

con lo definido en el artículo 4° del Decreto 1281 de 2002.” 

 

Sentencia T- 529/17: 

 

Procedencia excepcional de la acción de tutela cuando existen 

mecanismos ordinarios de protección. Reiteración de jurisprudencia. 

 

La acción de tutela, concebida como un mecanismo jurisdiccional que 

tiende por la protección efectiva e inmediata de los derechos 

fundamentales de los individuos, se caracteriza por ostentar un carácter 

residual o subsidiario y, por tanto, excepcional; esto es, parte del supuesto 

de que en un Estado Social de Derecho como el que nos rige, existen 

procedimientos ordinarios para asegurar la protección de estos intereses de 

naturaleza fundamental. En este sentido, resulta pertinente destacar que el 

carácter residual de este especial mecanismo obedece a la necesidad de 

preservar el reparto de competencias establecido por la Constitución y la 

Ley a las diferentes autoridades y que se fundamenta en los principios de 

autonomía e independencia judicial. 

 

Por lo anterior, y como producto del carácter subsidiario de la acción de 

tutela, resulta necesario concluir que, por regla general, ésta solo es 

procedente cuando el individuo que la invoca no cuenta con otro medio 

de defensa a través del cual pueda obtener la protección requerida. 

 

No obstante, se ha reconocido que existen ciertos eventos en los que, a 

pesar de la existencia de mecanismos ordinarios de protección, resulta 

admisible acudir directamente a la acción de tutela, los cuales han sido 

sintetizados de la siguiente manera: (i) cuando se acredita que a través de 

estos es imposible obtener un amparo integral de los derechos 

fundamentales del actor, esto es, en los eventos en los que el mecanismo 

existente carece de la idoneidad y eficacia necesaria para otorgar la 

protección de él requerida, y, por tanto, resulta indispensable un 

pronunciamiento por parte del juez constitucional que resuelva en forma 

definitiva la litis planteada; hipótesis dentro de las que se encuentran 

inmersas las situaciones en las cuales la persona que solicita el amparo 

ostenta la condición de sujeto de especial protección constitucional y, por 

ello, su situación requiere de una especial consideración por parte del juez 

de tutela; y (ii) cuando se evidencia que la protección a través de los 

procedimientos ordinarios no resulta lo suficientemente expedita como para 

impedir la configuración de un perjuicio de carácter irremediable, evento 

en el cual el juez de la acción de amparo se encuentra compelido a proferir 
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una orden que permita la protección provisional de los derechos del actor, 

mientras sus pretensiones se resuelven ante el juez natural. 

 

Sobre el primero de los eventos anteriormente mencionados, esta 

Corporación indicó en Sentencia SU-772 de 2014, que para determinar la 

idoneidad del mecanismo ordinario es necesario que el juez constitucional 

valore: 

 

“i) que el tiempo de trámite no sea desproporcionado frente a las 

consecuencias de la decisión (…); ii) que las exigencias procesales no sean 

excesivas, dada la situación en que se encuentra el afectado (…); iii) que el 

remedio que puede ordenar el juez no sea adecuado para satisfacer el 

derecho de que se trate, por ejemplo, cuando el juez no pueda ordenar 

medidas de restablecimiento del derecho; y iv) cuando el otro mecanismo 

no permita atender las particularidades de los sujetos, como cuando la 

resolución del problema (…) dependa estrictamente de criterios legales 

ajenos a las condiciones particulares y especiales de vulnerabilidad en que 

se encuentre una persona.” 

 

Por ello, se ha considerado que no basta con verificar la existencia formal 

de mecanismos ordinarios de protección, sino que se debe valorar en el 

caso en concreto la idoneidad y eficacia con que estos pueden permitir 

superar la situación puesta en conocimiento del juez constitucional. 

 

Respecto del segundo de ellos, la jurisprudencia de esta Corte ha 

establecido ciertos criterios con base en los cuales es posible determinar la 

ocurrencia o no de un perjuicio que pueda tildarse de irremediable. Entre 

ellos se encuentran: que (i) se esté ante un perjuicio inminente o próximo a 

suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos 

y la causa del daño; (ii) de ocurrir, no existiría forma de repararlo, esto es, 

que resulta irreparable; (iii) debe ser grave y que, por tanto, conlleve la 

afectación de un bien susceptible de determinación jurídica que se estima 

como altamente significativo para la persona; (iv) se requieran medidas 

urgentes para superar la condición de amenaza en la que se encuentra, las 

cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, 

deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (v) las medidas 

de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben 

responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la 

consumación del daño irreparable. 

 

Esta Corte ha evidenciado que, desde un estudio más detallado de este 

especial procedimiento, resulta necesario considerar que aún existen 

múltiples falencias en su diseño que no solo restan eficacia a la protección 

que pretende otorgar, sino que adicionalmente lo convierten en un 

procedimiento que, dependiendo de la situación particular del accionante, 

no otorga ningún tipo de alivio a la situación de desprotección ius-

fundamental en la que se encuentran quienes acuden a este trámite. 

 

Al respecto, esta Corporación ha evidenciado que existen 2 falencias graves 

en la estructura de este especial procedimiento, estas son: (i) la inexistencia 
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de un término dentro del cual deba resolverse el recurso de apelación que 

respecto de la decisión adoptada se pueda interponer y (ii) la imposibilidad 

de obtener el cumplimiento de lo ordenado. 

 

Sobre el primero de los defectos evidenciados se ha expresado que la 

inexistencia de un término preciso conlleva a que el trámite tenga la 

virtualidad de extenderse indefinidamente en el tiempo, sin que ello se 

compadezca de la especial situación en la que pueden encontrarse los 

solicitantes, quienes en la mayoría de los casos pretenden la garantía de sus 

derechos fundamentales a la salud, a la vida en condiciones dignas o al 

mínimo vital y requieren de una solución pronta que los retire del estado de 

vulnerabilidad en que se encuentran. 

 

De ahí que, esta Corte haya considerado que, ante la inexistencia del 

término anteriormente referido, el procedimiento jurisdiccional creado en la 

Ley 1122 de 2007 puede llegar a verse desprovisto de la idoneidad requerida 

para otorgar la protección para la que fue diseñado. Esto, pues si bien se 

ideó con la finalidad de resolver controversias que puedan tener injerencia 

en la efectividad de ciertos derechos fundamentales, en últimas ha 

demostrado poder lograr el efecto contrario, esto es, suspender su ejercicio 

de manera indeterminada. Motivo por el cual, esta Corporación ha 

concluido que en los eventos en los que el solicitante se encuentra inmerso 

en una situación de carácter excepcional que requiera de una intervención 

inmediata, no resulta admisible exigirle acudir previamente a dicho 

procedimiento, pues éste no permitiría superar la situación de desprotección 

en que se encuentra. 

 

Adicionalmente, es de resaltar que no solo se trata de un trámite que puede 

resultar inidóneo para otorgar protección ius-fundamental que en muchos 

eventos se requiere de él, sino que también puede derivar ineficaz, pues 

incluso en el evento en el que el solicitante obtenga una solución definitiva 

a la situación de desprotección en que se encontraba, esta puede llegar 

de manera tardía e, incluso, cuando el reconocimiento efectuado ya no 

tenga la posibilidad de cubrir la contingencia que se pretendía. 

 

En ese sentido, puede que, ante la excesiva demora que es posible tenga 

lugar, (i) el medicamento objeto de discusión ya no sea el adecuado para 

la recuperación del accionante o que (ii) ya haya culminado el periodo de 

incapacidad médicamente determinado, sin que el afiliado haya podido 

aprovecharlo como su médico recomendó, pues ante la ausencia de 

recursos de los que pudiera procurarse su subsistencia, se enfrentó a la 

necesidad inmediata de proporcionarse fuentes de ingresos y reintegrarse 

anticipadamente a sus labores. 

 

En relación con los mecanismos para obtener el cumplimiento u 

observancia de la decisión, se tiene que el Legislador, al expedir inicialmente 

la Ley 1122 de 2007, modificada por la Ley 143 8 de 2011, no previo ningún 

mecanismo a través del cual fuera posible obtener el cumplimiento de lo 

ordenado, por lo que su exigibilidad se veía cuestionada. Dicha ausencia 

de regulación hizo manifiesta la falta de idoneidad de ese procedimiento 
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para proteger los derechos fundamentales de las personas. No obstante, 

mediante el artículo 25 de la Ley 1797 de 2016[20], el legislador dispuso que 

el incumplimiento de lo ordenado en este trámite judicial tendrá las mismas 

consecuencias que el desacato a una decisión de tutela y, por ello, sería 

posible, en principio, considerar que esa falencia fue superada. 

 

Sin embargo, se evidencia que, si bien se previó que el incumplimiento a las 

decisiones judiciales proferidas por la Superintendencia tendría los efectos 

previstos en el artículo 52 del Decreto Estatutario 2591 de 1991, lo cierto es 

que el Legislador omitió fijar: (i) el procedimiento a través del cual se 

declarará el desacato, (ii) de qué manera se efectuará el grado 

jurisdiccional de consulta, y (iii) ante quien se surtirá dicha actuación. Ello 

resulta especialmente gravoso si se considera que el mismo artículo 52, en 

concordancia que lo expuesto por esta Corporación en Sentencia C-243 de 

1996[21], establece que la sanción allí contenida solo es ejecutable una vez 

se ha surtido el grado jurisdiccional de consulta de la decisión, motivo por el 

cual cualquier orden de desacato que se adopte puede quedar en el vacío 

jurídico hasta que no se efectúe dicho procedimiento, el cual, como se 

expuso, no se sabe ante quien se surtirá, ni de qué manera. 

 

 Sumado a lo anterior, debe considerarse que, en materia de tutela, el 

desacato es tan solo uno de los mecanismos con los que cuenta el juez 

constitucional para obtener la materialización de lo ordenado, y uno que, 

además, es de naturaleza excepcional. En efecto, evidencia la Sala que 

tratándose del procedimiento en comentarios se omitió prever el que la 

Superintendencia cuente con la posibilidad de gestionar el cumplimiento de 

sus decisiones sin necesidad de acudir al desacato; procedimiento que, 

dada su naturaleza sancionatoria y de responsabilidad subjetiva, en muchas 

ocasiones resulta insuficiente para garantizar la efectividad de la protección 

otorgada. 

 

De esta manera, se tiene que el procedimiento ante la Superintendencia de 

Salud, si bien puede resolver las controversias que surjan con ocasión al 

sistema de seguridad social en salud, puede llegar a carecer de toda 

idoneidad para proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos, en 

los eventos en que, dada la situación particular del solicitante, requieren de 

una protección inmediata y expedita. Ello, pues no solo se encuentra 

desprovisto de una regulación que permita efectuar la declaratoria en 

desacato establecida en la Ley 1797 de 2016, sino que también omitió 

prever la posibilidad de que la autoridad a quien encarga la tarea de 

garantizar lo ordenado, efectúe las labores propias del trámite de 

cumplimiento de sus decisiones. 

 

En ese orden de ideas, el procedimiento judicial que efectúa la 

Superintendencia Nacional de Salud no solo adolece de un término en el 

que deba resolverse la impugnación, haciéndolo virtualmente infinito, sino 

que, además, dado el evento en el que se obtenga una resolución 

favorable, no existe un mecanismo efectivo a través del cual sea posible 

hacer exigible la decisión. 
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De conformidad con lo expuesto, esta Corporación ha reconocido que 

cuando quiera que (i) estén en grave riesgo los derechos fundamentales del 

accionante, (ii) dada la situación particular del accionante éste requiera de 

una intervención expedita por parte de la administración de justicia y (iii) 

esta Corporación esté conociendo de un trámite de este tipo en sede de 

revisión, "resulta desproporcionado enviar las diligencias al ente 

administrativo de la Salud, pues la demora que implica esta actuación, por 

la urgencia y premura con la que se debe emitir una orden para conjurar un 

perjuicio, podría degenerar en el desamparo de los derechos o la 

irreparabilidad in natura de las consecuencias"[22]. 

 

En conclusión, en los eventos en que se ven desconocidos derechos de 

raigambre fundamental de una persona y en los que se requiere de una 

respuesta inmediata por parte del solicitante (en cuanto su situación 

particular no admite demora alguna), el procedimiento jurisdiccional 

establecido en la Ley 1122 de 2007 carece de idoneidad y eficacia, por lo 

que la acción de tutela se convierte en el único medio de defensa con el 

que cuentan los ciudadanos para obtener la salvaguarda de sus garantías 

fundamentales. 

 

El pago de incapacidades médicas a través de la acción de tutela y el 

allanamiento en mora por parte de las E.P.S. 

 

Esta Corporación ha reconocido que las personas que pretenden el cobro 

de incapacidades médicas a través de la acción de tutela cuentan con 

otros mecanismos judiciales a través de los cuales pueden obtener su pago, 

procedimientos tales como el proceso ordinario laboral, o el trámite ideado 

ante la Superintendencia Nacional de Salud. En ese orden de ideas, en 

principio sería posible aseverar que la ciudadanía cuenta con medios 

ordinarios suficientes para obtener la materialización de este tipo de 

pretensiones y, por tanto, resultaría improcedente cualquier intento de 

solicitar dichos pagos a través de tutela. 

 

A pesar de lo anterior, esta Corte también ha reconocido que el pago de la 

las incapacidades médicas no solo debe ser entendido como una simple 

obligación dineraria u económica, sino que, por el contrario, se constituye 

en el medio a través del cual un trabajador ve suplido su salario ante la 

materialización de una contingencia que afecte su salud al punto que se 

vea imposibilitado para desarrollar sus labores y, por tanto, los recursos 

básicos a partir de los cuales puede procurarse una congrua subsistencia y 

la de su núcleo familiar.[23] Adicionalmente, se ha expresado que esta 

prerrogativa se constituye en una garantía para la recuperación de la salud 

del afiliado, pues a partir de su goce, éste puede reposar y asumir 

adecuadamente el tratamiento que requiere, sin necesidad de tener que 

preocuparse por reintegrarse anticipadamente a sus actividades laborales 

con el objetivo de recibir su sustento diario y el de su familia[24]. 

 

De conformidad con lo expuesto, se ha considerado que, dependiendo de 

la situación particular del solicitante, la acción de tutela puede constituirse 

en el único mecanismo idóneo para que una persona obtenga la 
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protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en 

condiciones dignas como producto de la negativa en el reconocimiento del 

pago de las incapacidades que le han sido dictaminadas. 

 

En relación con el reconocimiento y pago de incapacidades médicas, el 

artículo 206 de la Ley 100 de 1993 dispone que en el régimen contributivo se 

reconocerán, de conformidad con la normatividad vigente, las 

incapacidades que por una enfermedad general se generen a los afiliados. 

 

De ahí que el artículo 21 del Decreto 1804 de 1999 estableciera ciertos 

requisitos a efectos de que sea posible entrar a realizar el pago de esta 

prestación, entre otros, dispuso que el afiliado haya cancelado en forma 

completa sus cotizaciones al sistema y que dichos pagos se hayan 

efectuado “en forma oportuna por lo menos durante cuatro (4) meses de 

los seis (6) meses anteriores a la fecha de acusación del derecho”. 

 

En ese sentido, se tiene que la norma en comento establece dos requisitos, 

entre otros que no corresponden al objeto de la presente Litis, que deben 

verse verificados a efectos de que una persona pueda hacerse acreedora 

al desembolso de las incapacidades médicas que le han sido expedidas, 

estos son: (i) haber pagado la totalidad de las cotizaciones del año anterior 

al momento en que se causó el derecho y (ii) que cuatro de los pagos 

realizados en los últimos seis meses se hubieran realizado dentro de la 

oportunidad establecida para el efecto. 

 

Ahora bien, esta Corte ha estudiado la aplicabilidad de dichos requisitos en 

numerosas ocasiones y si bien ha determinado que se trata de exigencias 

válidas, ha entendido que su aplicabilidad, en específico en lo relativo al 

segundo de los requisitos reseñados, requiere que las empresas prestadoras 

del servicio de salud (E.P.S.) hayan efectuado las actuaciones que, con 

ocasión a la mora, son correspondientes, esto es, que hayan actuado para 

solicitar el pago a través de los mecanismos de cobro coactivo que 

estableció la misma Ley 100 de 1993, o que haya rechazado los pagos 

efectuados fuera del término establecido. 

 

De conformidad con lo expuesto, esta Corte ha determinado que, en los 

casos en que las E.P.S. no efectuaron las actuaciones que con ocasión a la 

mora debían realizar, resulta necesario concluir que éstas se allanaron y 

aceptaron el incumplimiento del afiliado y, en ese orden de ideas, no 

pueden entonces excusarse en la falta de pago oportuno para negarse a 

pagar el valor de las incapacidades médicas. 

 

Lo anterior, pues se ha considerado que, de aceptarse que las E.P.S. pueden 

favorecerse de su propia negligencia y beneficiarse de los pagos que los 

afiliados lleguen a realizar de manera extemporánea y que no fueron 

objetados por ese motivo, desconocería los principios de buena fe y 

confianza legítima y terminaría siendo desproporcionado para los afiliados, 

quienes fungen como la parte más débil del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. Esto, sobre todo porque se estaría impidiendo que dichas 

cotizaciones puedan ser contabilizadas para los efectos que justificaron su 
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cancelación, esto es, cubrir de las contingencias en las que se puedan ver 

inmersos los afiliados. 

 

En este sentido se ha pronunciado en reiteradas ocasiones esta 

Corporación, y ha indicado que las E.P.S. “no pueden, so pretexto de la 

mora en el pago de los aportes a cargo del empleador o del cotizante 

independiente, rehusarse a cancelar y reconocer una incapacidad laboral 

por enfermedad general, si obraron de manera negligente para su efectivo 

pago, o si incumplieron el deber de adelantar de manera oportuna las 

acciones legales de cobro, incluso con la consecuente oposición al pago 

extemporáneo”. 

 

En consecuencia, en virtud de la doctrina desarrollada por esta Corporación 

relativa al “allanamiento en la mora”, las E.P.S. se encuentran imposibilitadas 

para negarse a efectuar el reconocimiento de una incapacidad laboral 

cuando quiera que se efectuó el pago extemporáneo de las cotizaciones 

por parte del empleador o del trabajador independiente y se omitió 

rechazar su pago o emprender las acciones legales orientadas a su cobro 

judicial. 

 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) mediante los Convenios 3 de 

1919, 103 de 1952 y 183 de 2000 ha estipulado medidas de protección para 

las trabajadoras embarazadas y las que acaban de dar a luz. Los 

mencionados convenios buscan la prevención de la exposición a riesgos de 

seguridad y salud durante el embarazo y después del mismo. Asimismo, se 

ocupan del derecho a una licencia de maternidad, el acceso a servicios de 

salud materna e infantil y a interrupciones para la lactancia remuneradas, 

de la protección contra la discriminación y el despido en relación con la 

maternidad, y de un derecho garantizado a reincorporarse al trabajo tras la 

licencia de maternidad. 

 

Con la licencia de maternidad se asegura la práctica de la lactancia 

materna. Esta trae importantes beneficios tanto para el recién nacido como 

para la madre. La lactancia materna reduce la frecuencia y gravedad de 

las enfermedades infecciosas y disminuye la mortalidad infantil. Además, la 

lactancia materna está vinculada al desarrollo cognitivo y aumenta la 

inteligencia del niño o niña. El aumento de las tasas de lactancia contribuye 

a la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) porque 

reduce la mortalidad infantil y la desnutrición. Esto, a su vez, redunda en 

mejores resultados de aprendizaje .Para la madre, la lactancia materna 

disminuye el riesgo de padecer cáncer de ovario y de diabetes. Por otra 

parte, la lactancia materna puede desempeñar un papel significativo en la 

planificación familiar al retrasar el regreso del ciclo menstrual. 

 

Las mencionadas licencias, como las políticas que promueven la lactancia 

materna en el lugar de trabajo, integran las políticas favorables a la familia. 

Estas se definen como aquellas que ayudan a equilibrar y beneficiar la vida 

laboral y familiar al proporcionar tres tipos de recursos esenciales: tiempo, 

finanzas y servicios. En el marco de las políticas orientadas a la familia en el 

lugar de trabajo hay cuatro conjuntos de medidas: i) las licencias parentales 
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remuneradas, ii) la promoción de la lactancia materna en el lugar de 

trabajo, iii) la promoción del cuidado temprano en el lugar de trabajo 

(servicios de guardería) y iv) las asignaciones familiares (prestaciones por 

hijos a cargo). Estas políticas fomentan la productividad y el 

empoderamiento de las mujeres  

 

PRUEBAS 

 

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito señor Juez 

se sirva tener en cuenta las siguientes pruebas:  

 

 Copia cedula de ciudadanía. 

 Historia clínica  

 Copia de licencia de maternidad No. 275430 de fecha 3 de abril de 

2023 al 27 de agosto de 2023. 

 Comprobante de radicado de fecha 10 de abril de 2023 No. 5010-

2023-E-165705. 

 

PRETENSIONES 

 

Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer 

y ordenar a favor mío lo siguiente:  

 

PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental al mínimo vital en conexidad con 

la dignidad humana y la vida. 

 

SEGUNDO: Ordenar a la EPS FAMISANAR y/o quien corresponda, que realice 

el pago de la licencia de maternidad de fecha de inicio 3 de abril de 2023 

hasta el 27 de agosto de 2023: 

 

- licencia de maternidad No. 275430 de fecha 3 de abril de 2023 al 27 

de agosto de 2023 

 

TERCERO: Ordenar a la EPS FAMISANAR o a quien corresponda el pago de 

intereses de mis incapacidades. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 

y sus decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992.  

 

ANEXOS 

 

• Copia de la tutela para el archivo del Juzgado  

• Copia de los documentos relacionado en el acápite de pruebas  

 

JURAMENTO 
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Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado 

ninguna otra acción de tutela por los mismos hechos y derechos.  

 

NOTIFICACIONES 

Accionante 

 

Dirección: calle 32C No. 6F este 33 San Mateo Soacha 

Teléfono: 3227827821 

Correo: tatismarin010413@gmail.com   

 

Accionado 

 

Famisanar EPS 

notificaciones@famisanar.com.co 

 

Atentamente,  

           

_________________________ 

ANGIE TATIANA BOLÍVAR MARÍN  

CC 1.022.438.505 de Bogotá D.C. 
 

SEÑOR  

JUEZ DE TUTELA (REPARTO)  

E.   S.   D.  

 

 

REF: Acción de Tutela para proteger el derecho a la vida, dignidad 

humana y mínimo vital 

Accionante: JORGE URIEL AGUIRRE VILLA 

Accionado: COMPENSAR EPS   

 

 

JORGE URIEL AGUIRRE VILLA, identificada como aparece al pie de mi firma, 

actuando en nombre propio, invocando el artículo 86 de la Constitución 

Política, acudo ante su Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra 

COMPENSAR EPS con el objeto de que se protejan los derechos 

constitucionales fundamentales que a continuación enuncio y los cuales se 

fundamentan en los siguientes hechos:     

 

HECHOS 

 

PRIMERO: Soy una persona que en estos momentos me encuentro cotizando 

como dependiente ante la EPS COMPENSAR. 

 

SEGUNDO: Me encuentro en incapacidad desde diciembre de 2021 por un 

problema LUMBAGO CON CIATICA, M544, GONARTROSIS, NO ESPECIFICADA-

M179, HIPERTENSIÓN ESENCIAL (PRIMARIO)- I10X, TRASTORNOS DE LOS 

DISCOS INTERVERTEBRALES, NO ESPECIFICADO- M519, LUMBAGO NO 

ESPECIFICADO-M545, ESPOLON CALCANEO-M773, TRASTORNOS DE DISCO 

mailto:tatismarin010413@gmail.com
mailto:notificaciones@famisanar.com.co
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LUMBAR Y OTROS, CON RADICULOPATÍA – M511, ENFERMEDAD VALVULAR 

MITRAL, NO ESPECIFICADA- I059.  

 

TERCERO: Desde el día 22 de diciembre de 2022 hasta la fecha vengo con 

una incapacidad permanente, las cuales se pueden evidenciar con las 

siguientes ordenes y no han sido canceladas por parte de la EPS: 

 

- No. de 

incapacidad 

- Fecha de 

incapacidad 

- Días de 

incapacidad 

- 12888 - 23/01/2023- 

21/02/2023 

- 30 días 

- 1493 - 22/02/2023- 

23/03/2023 

- 30 días 

- 1107 - 24/03/2023- 

22/04/2023 

- 30 días 

- 12866383 - 25/04/2023- 

24/04/2023 

- 30 días 

- 3926474 - 23/06/2023-

22/07/2023 

- 30 días 

 

CUARTO: He realizado varias solicitudes a la EPS y no me han dado respuesta 

de fondo respecto del pago de las incapacidades antes mencionadas. 

 

Cabe resaltar su señoría que la constante dilación por parte de la EPS o en 

su caso el Fondo de Pensiones en el reconocimiento del pago de mis 

incapacidades y licencia de maternidad constituye una grave violación a 

mi derecho al mínimo vital, dado que no recibo otro ingreso que me permita 

tener una calidad de vida aceptable. 

 

Aunado a lo anterior la EPS y AFP aquí accionada también está vulnerando 

mi derecho a la dignidad humana y en consecuencia la vida ya que debido 

a la falta de recursos económicos no he podido continuar con una calidad 

de vida digna. 

 

 

DERECHOS VULNERADOS 

 

Estimo violado el derecho al MINIMO VITAL en conexidad con los derechos 

fundamentales a la DIGNIDAD HUMANA y LA VIDA, consagrados en los 

artículos 53, y de la Constitución Política de Colombia de 1991.  

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

Sentencia T-010/17 ACCION DE TUTELA-Requisitos de procedencia 

 

La Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es una 

herramienta procesal preferente, informal, sumaria y expedita que pretende 

el amparo de los derechos fundamentales de una persona que se ven 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública 
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o particular. No obstante, para que la solicitud de amparo proceda, se 

requiere el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) legitimación por 

activa; (ii) legitimación por pasiva; (iii) trascendencia iusfundamental del 

asunto; (iv) agotamiento de los mecanismos judiciales disponibles, salvo la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable (subsidiariedad); y (v) la evidente 

afectación actual de un derecho fundamental (inmediatez). 

 

Dado lo anterior, se cumplen todos los requisitos para presentar la tutela ya 

que se han agotado todos los procedimientos necesarios para el pago de 

mis incapacidades, así mismo dado que actualmente tengo problemas 

económicos y con el fin de evitar un perjuicio irremediable, se evidencia 

afectación a mi mínimo vital, a la dignidad humana y la vida.   

  

Decreto 4023 de 2011: 

 

“Articulo 24. Pago de prestaciones económicas. A partir de la fecha de 

entrada en vigencia de las cuentas maestras de recaudo, los aportantes y 

trabajadores independientes, no podrán deducir de las cotizaciones en 

salud, los valores correspondientes a incapacidades por enfermedad 

general y licencias de maternidad y/o paternidad. 

 

Parágrafo 1°. La EPS o la EOC que no cumpla con el plazo definido para el 

trámite y pago de las prestaciones económicas, deberá realizar el 

reconocimiento y pago de intereses moratorios al aportante, de acuerdo 

con lo definido en el artículo 4° del Decreto 1281 de 2002.” 

 

Sentencia T- 529/17: 

 

Procedencia excepcional de la acción de tutela cuando existen 

mecanismos ordinarios de protección. Reiteración de jurisprudencia. 

 

La acción de tutela, concebida como un mecanismo jurisdiccional que 

tiende por la protección efectiva e inmediata de los derechos 

fundamentales de los individuos, se caracteriza por ostentar un carácter 

residual o subsidiario y, por tanto, excepcional; esto es, parte del supuesto 

de que en un Estado Social de Derecho como el que nos rige, existen 

procedimientos ordinarios para asegurar la protección de estos intereses de 

naturaleza fundamental. En este sentido, resulta pertinente destacar que el 

carácter residual de este especial mecanismo obedece a la necesidad de 

preservar el reparto de competencias establecido por la Constitución y la 

Ley a las diferentes autoridades y que se fundamenta en los principios de 

autonomía e independencia judicial. 

 

Por lo anterior, y como producto del carácter subsidiario de la acción de 

tutela, resulta necesario concluir que, por regla general, ésta solo es 

procedente cuando el individuo que la invoca no cuenta con otro medio 

de defensa a través del cual pueda obtener la protección requerida. 

 

No obstante, se ha reconocido que existen ciertos eventos en los que, a 

pesar de la existencia de mecanismos ordinarios de protección, resulta 
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admisible acudir directamente a la acción de tutela, los cuales han sido 

sintetizados de la siguiente manera: (i) cuando se acredita que a través de 

estos es imposible obtener un amparo integral de los derechos 

fundamentales del actor, esto es, en los eventos en los que el mecanismo 

existente carece de la idoneidad y eficacia necesaria para otorgar la 

protección de él requerida, y, por tanto, resulta indispensable un 

pronunciamiento por parte del juez constitucional que resuelva en forma 

definitiva la litis planteada; hipótesis dentro de las que se encuentran 

inmersas las situaciones en las cuales la persona que solicita el amparo 

ostenta la condición de sujeto de especial protección constitucional y, por 

ello, su situación requiere de una especial consideración por parte del juez 

de tutela; y (ii) cuando se evidencia que la protección a través de los 

procedimientos ordinarios no resulta lo suficientemente expedita como para 

impedir la configuración de un perjuicio de carácter irremediable, evento 

en el cual el juez de la acción de amparo se encuentra compelido a proferir 

una orden que permita la protección provisional de los derechos del actor, 

mientras sus pretensiones se resuelven ante el juez natural. 

 

Sobre el primero de los eventos anteriormente mencionados, esta 

Corporación indicó en Sentencia SU-772 de 2014, que para determinar la 

idoneidad del mecanismo ordinario es necesario que el juez constitucional 

valore: 

 

“i) que el tiempo de trámite no sea desproporcionado frente a las 

consecuencias de la decisión (…); ii) que las exigencias procesales no sean 

excesivas, dada la situación en que se encuentra el afectado (…); iii) que el 

remedio que puede ordenar el juez no sea adecuado para satisfacer el 

derecho de que se trate, por ejemplo, cuando el juez no pueda ordenar 

medidas de restablecimiento del derecho; y iv) cuando el otro mecanismo 

no permita atender las particularidades de los sujetos, como cuando la 

resolución del problema (…) dependa estrictamente de criterios legales 

ajenos a las condiciones particulares y especiales de vulnerabilidad en que 

se encuentre una persona.” 

 

Por ello, se ha considerado que no basta con verificar la existencia formal 

de mecanismos ordinarios de protección, sino que se debe valorar en el 

caso en concreto la idoneidad y eficacia con que estos pueden permitir 

superar la situación puesta en conocimiento del juez constitucional. 

 

Respecto del segundo de ellos, la jurisprudencia de esta Corte ha 

establecido ciertos criterios con base en los cuales es posible determinar la 

ocurrencia o no de un perjuicio que pueda tildarse de irremediable. Entre 

ellos se encuentran: que (i) se esté ante un perjuicio inminente o próximo a 

suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos 

y la causa del daño; (ii) de ocurrir, no existiría forma de repararlo, esto es, 

que resulta irreparable; (iii) debe ser grave y que, por tanto, conlleve la 

afectación de un bien susceptible de determinación jurídica que se estima 

como altamente significativo para la persona; (iv) se requieran medidas 

urgentes para superar la condición de amenaza en la que se encuentra, las 

cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, 
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deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (v) las medidas 

de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben 

responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la 

consumación del daño irreparable. 

 

Esta Corte ha evidenciado que, desde un estudio más detallado de este 

especial procedimiento, resulta necesario considerar que aún existen 

múltiples falencias en su diseño que no solo restan eficacia a la protección 

que pretende otorgar, sino que adicionalmente lo convierten en un 

procedimiento que, dependiendo de la situación particular del accionante, 

no otorga ningún tipo de alivio a la situación de desprotección ius-

fundamental en la que se encuentran quienes acuden a este trámite. 

 

Al respecto, esta Corporación ha evidenciado que existen 2 falencias graves 

en la estructura de este especial procedimiento, estas son: (i) la inexistencia 

de un término dentro del cual deba resolverse el recurso de apelación que 

respecto de la decisión adoptada se pueda interponer y (ii) la imposibilidad 

de obtener el cumplimiento de lo ordenado. 

 

Sobre el primero de los defectos evidenciados se ha expresado que la 

inexistencia de un término preciso conlleva a que el trámite tenga la 

virtualidad de extenderse indefinidamente en el tiempo, sin que ello se 

compadezca de la especial situación en la que pueden encontrarse los 

solicitantes, quienes en la mayoría de los casos pretenden la garantía de sus 

derechos fundamentales a la salud, a la vida en condiciones dignas o al 

mínimo vital y requieren de una solución pronta que los retire del estado de 

vulnerabilidad en que se encuentran. 

 

De ahí que, esta Corte haya considerado que, ante la inexistencia del 

término anteriormente referido, el procedimiento jurisdiccional creado en la 

Ley 1122 de 2007 puede llegar a verse desprovisto de la idoneidad requerida 

para otorgar la protección para la que fue diseñado. Esto, pues si bien se 

ideó con la finalidad de resolver controversias que puedan tener injerencia 

en la efectividad de ciertos derechos fundamentales, en últimas ha 

demostrado poder lograr el efecto contrario, esto es, suspender su ejercicio 

de manera indeterminada. Motivo por el cual, esta Corporación ha 

concluido que en los eventos en los que el solicitante se encuentra inmerso 

en una situación de carácter excepcional que requiera de una intervención 

inmediata, no resulta admisible exigirle acudir previamente a dicho 

procedimiento, pues éste no permitiría superar la situación de desprotección 

en que se encuentra. 

 

Adicionalmente, es de resaltar que no solo se trata de un trámite que puede 

resultar inidóneo para otorgar protección ius-fundamental que en muchos 

eventos se requiere de él, sino que también puede derivar ineficaz, pues 

incluso en el evento en el que el solicitante obtenga una solución definitiva 

a la situación de desprotección en que se encontraba, esta puede llegar 

de manera tardía e, incluso, cuando el reconocimiento efectuado ya no 

tenga la posibilidad de cubrir la contingencia que se pretendía. 
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En ese sentido, puede que, ante la excesiva demora que es posible tenga 

lugar, (i) el medicamento objeto de discusión ya no sea el adecuado para 

la recuperación del accionante o que (ii) ya haya culminado el periodo de 

incapacidad médicamente determinado, sin que el afiliado haya podido 

aprovecharlo como su médico recomendó, pues ante la ausencia de 

recursos de los que pudiera procurarse su subsistencia, se enfrentó a la 

necesidad inmediata de proporcionarse fuentes de ingresos y reintegrarse 

anticipadamente a sus labores. 

 

En relación con los mecanismos para obtener el cumplimiento u 

observancia de la decisión, se tiene que el Legislador, al expedir inicialmente 

la Ley 1122 de 2007, modificada por la Ley 143 8 de 2011, no previo ningún 

mecanismo a través del cual fuera posible obtener el cumplimiento de lo 

ordenado, por lo que su exigibilidad se veía cuestionada. Dicha ausencia 

de regulación hizo manifiesta la falta de idoneidad de ese procedimiento 

para proteger los derechos fundamentales de las personas. No obstante, 

mediante el artículo 25 de la Ley 1797 de 2016[20], el legislador dispuso que 

el incumplimiento de lo ordenado en este trámite judicial tendrá las mismas 

consecuencias que el desacato a una decisión de tutela y, por ello, sería 

posible, en principio, considerar que esa falencia fue superada. 

 

Sin embargo, se evidencia que, si bien se previó que el incumplimiento a las 

decisiones judiciales proferidas por la Superintendencia tendría los efectos 

previstos en el artículo 52 del Decreto Estatutario 2591 de 1991, lo cierto es 

que el Legislador omitió fijar: (i) el procedimiento a través del cual se 

declarará el desacato, (ii) de qué manera se efectuará el grado 

jurisdiccional de consulta, y (iii) ante quien se surtirá dicha actuación. Ello 

resulta especialmente gravoso si se considera que el mismo artículo 52, en 

concordancia que lo expuesto por esta Corporación en Sentencia C-243 de 

1996[21], establece que la sanción allí contenida solo es ejecutable una vez 

se ha surtido el grado jurisdiccional de consulta de la decisión, motivo por el 

cual cualquier orden de desacato que se adopte puede quedar en el vacío 

jurídico hasta que no se efectúe dicho procedimiento, el cual, como se 

expuso, no se sabe ante quien se surtirá, ni de qué manera. 

 

 Sumado a lo anterior, debe considerarse que, en materia de tutela, el 

desacato es tan solo uno de los mecanismos con los que cuenta el juez 

constitucional para obtener la materialización de lo ordenado, y uno que, 

además, es de naturaleza excepcional. En efecto, evidencia la Sala que 

tratándose del procedimiento en comentarios se omitió prever el que la 

Superintendencia cuente con la posibilidad de gestionar el cumplimiento de 

sus decisiones sin necesidad de acudir al desacato; procedimiento que, 

dada su naturaleza sancionatoria y de responsabilidad subjetiva, en muchas 

ocasiones resulta insuficiente para garantizar la efectividad de la protección 

otorgada. 

 

De esta manera, se tiene que el procedimiento ante la Superintendencia de 

Salud, si bien puede resolver las controversias que surjan con ocasión al 

sistema de seguridad social en salud, puede llegar a carecer de toda 

idoneidad para proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos, en 
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los eventos en que, dada la situación particular del solicitante, requieren de 

una protección inmediata y expedita. Ello, pues no solo se encuentra 

desprovisto de una regulación que permita efectuar la declaratoria en 

desacato establecida en la Ley 1797 de 2016, sino que también omitió 

prever la posibilidad de que la autoridad a quien encarga la tarea de 

garantizar lo ordenado, efectúe las labores propias del trámite de 

cumplimiento de sus decisiones. 

 

En ese orden de ideas, el procedimiento judicial que efectúa la 

Superintendencia Nacional de Salud no solo adolece de un término en el 

que deba resolverse la impugnación, haciéndolo virtualmente infinito, sino 

que, además, dado el evento en el que se obtenga una resolución 

favorable, no existe un mecanismo efectivo a través del cual sea posible 

hacer exigible la decisión. 

 

De conformidad con lo expuesto, esta Corporación ha reconocido que 

cuando quiera que (i) estén en grave riesgo los derechos fundamentales del 

accionante, (ii) dada la situación particular del accionante éste requiera de 

una intervención expedita por parte de la administración de justicia y (iii) 

esta Corporación esté conociendo de un trámite de este tipo en sede de 

revisión, "resulta desproporcionado enviar las diligencias al ente 

administrativo de la Salud, pues la demora que implica esta actuación, por 

la urgencia y premura con la que se debe emitir una orden para conjurar un 

perjuicio, podría degenerar en el desamparo de los derechos o la 

irreparabilidad in natura de las consecuencias"[22]. 

 

En conclusión, en los eventos en que se ven desconocidos derechos de 

raigambre fundamental de una persona y en los que se requiere de una 

respuesta inmediata por parte del solicitante (en cuanto su situación 

particular no admite demora alguna), el procedimiento jurisdiccional 

establecido en la Ley 1122 de 2007 carece de idoneidad y eficacia, por lo 

que la acción de tutela se convierte en el único medio de defensa con el 

que cuentan los ciudadanos para obtener la salvaguarda de sus garantías 

fundamentales. 

 

El pago de incapacidades médicas a través de la acción de tutela y el 

allanamiento en mora por parte de las E.P.S. 

 

Esta Corporación ha reconocido que las personas que pretenden el cobro 

de incapacidades médicas a través de la acción de tutela cuentan con 

otros mecanismos judiciales a través de los cuales pueden obtener su pago, 

procedimientos tales como el proceso ordinario laboral, o el trámite ideado 

ante la Superintendencia Nacional de Salud. En ese orden de ideas, en 

principio sería posible aseverar que la ciudadanía cuenta con medios 

ordinarios suficientes para obtener la materialización de este tipo de 

pretensiones y, por tanto, resultaría improcedente cualquier intento de 

solicitar dichos pagos a través de tutela. 

 

A pesar de lo anterior, esta Corte también ha reconocido que el pago de la 

las incapacidades médicas no solo debe ser entendido como una simple 
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obligación dineraria u económica, sino que, por el contrario, se constituye 

en el medio a través del cual un trabajador ve suplido su salario ante la 

materialización de una contingencia que afecte su salud al punto que se 

vea imposibilitado para desarrollar sus labores y, por tanto, los recursos 

básicos a partir de los cuales puede procurarse una congrua subsistencia y 

la de su núcleo familiar.[23] Adicionalmente, se ha expresado que esta 

prerrogativa se constituye en una garantía para la recuperación de la salud 

del afiliado, pues a partir de su goce, éste puede reposar y asumir 

adecuadamente el tratamiento que requiere, sin necesidad de tener que 

preocuparse por reintegrarse anticipadamente a sus actividades laborales 

con el objetivo de recibir su sustento diario y el de su familia[24]. 

 

De conformidad con lo expuesto, se ha considerado que, dependiendo de 

la situación particular del solicitante, la acción de tutela puede constituirse 

en el único mecanismo idóneo para que una persona obtenga la 

protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en 

condiciones dignas como producto de la negativa en el reconocimiento del 

pago de las incapacidades que le han sido dictaminadas. 

 

En relación con el reconocimiento y pago de incapacidades médicas, el 

artículo 206 de la Ley 100 de 1993 dispone que en el régimen contributivo se 

reconocerán, de conformidad con la normatividad vigente, las 

incapacidades que por una enfermedad general se generen a los afiliados. 

 

De ahí que el artículo 21 del Decreto 1804 de 1999 estableciera ciertos 

requisitos a efectos de que sea posible entrar a realizar el pago de esta 

prestación, entre otros, dispuso que el afiliado haya cancelado en forma 

completa sus cotizaciones al sistema y que dichos pagos se hayan 

efectuado “en forma oportuna por lo menos durante cuatro (4) meses de 

los seis (6) meses anteriores a la fecha de acusación del derecho”. 

 

En ese sentido, se tiene que la norma en comento establece dos requisitos, 

entre otros que no corresponden al objeto de la presente Litis, que deben 

verse verificados a efectos de que una persona pueda hacerse acreedora 

al desembolso de las incapacidades médicas que le han sido expedidas, 

estos son: (i) haber pagado la totalidad de las cotizaciones del año anterior 

al momento en que se causó el derecho y (ii) que cuatro de los pagos 

realizados en los últimos seis meses se hubieran realizado dentro de la 

oportunidad establecida para el efecto. 

 

Ahora bien, esta Corte ha estudiado la aplicabilidad de dichos requisitos en 

numerosas ocasiones y si bien ha determinado que se trata de exigencias 

válidas, ha entendido que su aplicabilidad, en específico en lo relativo al 

segundo de los requisitos reseñados, requiere que las empresas prestadoras 

del servicio de salud (E.P.S.) hayan efectuado las actuaciones que, con 

ocasión a la mora, son correspondientes, esto es, que hayan actuado para 

solicitar el pago a través de los mecanismos de cobro coactivo que 

estableció la misma Ley 100 de 1993, o que haya rechazado los pagos 

efectuados fuera del término establecido. 
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De conformidad con lo expuesto, esta Corte ha determinado que, en los 

casos en que las E.P.S. no efectuaron las actuaciones que con ocasión a la 

mora debían realizar, resulta necesario concluir que éstas se allanaron y 

aceptaron el incumplimiento del afiliado y, en ese orden de ideas, no 

pueden entonces excusarse en la falta de pago oportuno para negarse a 

pagar el valor de las incapacidades médicas. 

 

Lo anterior, pues se ha considerado que, de aceptarse que las E.P.S. pueden 

favorecerse de su propia negligencia y beneficiarse de los pagos que los 

afiliados lleguen a realizar de manera extemporánea y que no fueron 

objetados por ese motivo, desconocería los principios de buena fe y 

confianza legítima y terminaría siendo desproporcionado para los afiliados, 

quienes fungen como la parte más débil del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. Esto, sobre todo porque se estaría impidiendo que dichas 

cotizaciones puedan ser contabilizadas para los efectos que justificaron su 

cancelación, esto es, cubrir de las contingencias en las que se puedan ver 

inmersos los afiliados. 

 

En este sentido se ha pronunciado en reiteradas ocasiones esta 

Corporación, y ha indicado que las E.P.S. “no pueden, so pretexto de la 

mora en el pago de los aportes a cargo del empleador o del cotizante 

independiente, rehusarse a cancelar y reconocer una incapacidad laboral 

por enfermedad general, si obraron de manera negligente para su efectivo 

pago, o si incumplieron el deber de adelantar de manera oportuna las 

acciones legales de cobro, incluso con la consecuente oposición al pago 

extemporáneo”. 

 

En consecuencia, en virtud de la doctrina desarrollada por esta Corporación 

relativa al “allanamiento en la mora”, las E.P.S. se encuentran imposibilitadas 

para negarse a efectuar el reconocimiento de una incapacidad laboral 

cuando quiera que se efectuó el pago extemporáneo de las cotizaciones 

por parte del empleador o del trabajador independiente y se omitió 

rechazar su pago o emprender las acciones legales orientadas a su cobro 

judicial. 

 

PRUEBAS 

 

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito señor Juez 

se sirva tener en cuenta las siguientes pruebas:  

 

 PRESCRIPCIÓN INCAPACIDAD MEDICA 

 

- No. de 

incapacidad 

- Fecha de 

incapacidad 

- Días de 

incapacidad 

- 12888 - 23/01/2023- 

21/02/2023 

- 30 días 

- 1493 - 22/02/2023- 

23/03/2023 

- 30 días 
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- 1107 - 24/03/2023- 

22/04/2023 

- 30 días 

- 12866383 - 25/04/2023- 

24/04/2023 

- 30 días 

- 3926474 - 23/06/2023-

22/07/2023 

- 30 días 

 

- Cédula de ciudadanía. 

- Historia Clínica.  

 

PRETENSIONES 

 

Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer 

y ordenar a favor mío lo siguiente:  

 

PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental al mínimo vital en conexidad con 

la dignidad humana y la vida. 

 

SEGUNDO: Ordenar a la EPS COMPENSAR y/o quien corresponda, que 

realice el pago de las siguientes incapacidades: 

 

- No. de 

incapacidad 

- Fecha de 

incapacidad 

- Días de 

incapacidad 

- 12888 - 23/01/2023- 

21/02/2023 

- 30 días 

- 1493 - 22/02/2023- 

23/03/2023 

- 30 días 

- 1107 - 24/03/2023- 

22/04/2023 

- 30 días 

- 12866383 - 25/04/2023- 

24/04/2023 

- 30 días 

- 3926474 - 23/06/2023-

22/07/2023 

- 30 días 

 

 

TERCERO: Ordenar a COMPENSAR o a quien corresponda el pago de 

intereses de mis incapacidades. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 

y sus decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992.  

 

ANEXOS 

 

• Copia de la tutela para el archivo del Juzgado  

• Copia de los documentos relacionado en el acápite de pruebas  

 

JURAMENTO 
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Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado 

ninguna otra acción de tutela por los mismos hechos y derechos.  

 

NOTIFICACIONES 

Accionante 

 

Dirección:  calle 10ª no. 12B-56 Barrio Hogares de Soacha. 

Teléfono: 3215073952 

Correo: aguirrejorge62@hotmail.com  

 

Accionado 

 

Avenida 68 # 49A-47, Bogotá D.C 

601 3077001 

compensarepsjuridica@compensarsalud.com  

 

   

 

_________________________ 

JORGE URIEL AGUIRRE VILLA 

19.476.260  

 

 
SEÑOR 
JUEZ DE TUTELA (REPARTO) 
E.   S.   D. 
  

Ref.: ACCIÓN DE TUTELA POR VIOLACION AL 
FUNDAMENTAL AL DERECHO DE PETICION 
Demandante: CRISTINA SOLORZANO. 
Demandado: SECRETARÍA DE PLANEACIÓN Y 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL- ALCALDÍA 
MUNICIPAL DE SOACHA. 

  

CRISTINA SOLORZANO, mayor de edad, con domicilio en Soacha, identificado 
con cédula de ciudadanía No. 51.722.852 DE Bogotá, en ejercicio del derecho de 
tutela consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política y reglamentado por el 
Decreto 2591 de 1991, por medio del presente escrito formulo acción de tutela 
contra SECRETARÍA DE PLANEACIÓN Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL- 
ALCALDÍA MUNICIPAL DE SOACHA., a fin de que se le ordene dentro de un plazo 
prudencial perentorio, en amparo al derecho fundamental a la petición y se me 
conceda las peticiones que más adelante entro a determinar con base en los 
siguientes:     
  

HECHOS 
 
1. Solicité desde el día 24 de mayo de 2023 con radicado No. 20235000218082 ID 

28023 mediante derecho de petición a la SECRETARÍA DE PLANEACIÓN Y 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL- ALCALDÍA MUNICIPAL DE SOACHA, 
donde solicite se liquide el impuesto predial según los lineamientos del 

mailto:aguirrejorge62@hotmail.com
mailto:compensarepsjuridica@compensarsalud.com
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CONPES, para los años 2020, 2021, 2022 y 2023, igualmente se remita el recibo 
de impuesto predial acorde a la realidad 
 

2. A la fecha de la presentación de la tutela no ha existido respuesta por parte de 
la SECRETARÍA DE PLANEACIÓN Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL- 
ALCALDÍA MUNICIPAL DE SOACHA, viéndome afectado económicamente 
dado que los intereses aumentan día a día.  

 
DERECHO FUNDAMENTAL VIOLADO 

 
Con la grave omisión de la SECRETARÍA DE PLANEACIÓN Y ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL- ALCALDÍA MUNICIPAL DE SOACHA, consistente en NO resolver 
y contestar oportunamente de mi derecho de Petición de fecha 24 de mayo de 2023 
con radicado No. 20235000218082 ID 28023, respetuosamente considero que se 
están vulnerando injustificadamente mi derecho fundamental de Petición.   
 
Al respecto respetuosamente recuerdo que la Ley colombiana ordena lo siguiente:  
 

ARTÍCULO  23. DE LA CONSTITUCION NACIONAL: “Toda persona tiene 
derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 
interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 
reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los 
derechos fundamentales.” 
 
ARTICULO 14o. LEY 1755/2015: TERMINO PARA RESOLVER: “. Salvo 
norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 
resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará 
sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 
 
1. las peticiones de documento y de información deberán resolverse dentro 
de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado 
respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que 
la respectiva solicitud ha sido aceptada, por consiguiente, la administración 
ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 
consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 
2 Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades 
en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los 
treinta (30) días siguientes a su recepción.  
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición 
en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia 
al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley 
expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable 
en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 
inicialmente previsto.    
 
ARTICULO 7o. LEY 1437/2011: DESATENCION DE LAS PETICIONES: “La 
falta de atención a las peticiones de que trata este capítulo, la inobservancia 
de los principios consagrados en el artículo 3o. y la de los términos para 
resolver o contestar, constituirán causal de mala conducta para el funcionario 
y darán lugar a las sanciones correspondientes.” 
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Respecto del Derecho de petición la Honorable Corte Constitucional a través de 
Sentencia T-230/20 expreso “Caracterización del derecho de petición. El artículo 23 
de la Constitución dispone que “[t]oda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener 
pronta resolución.” Esta garantía ha sido denominada derecho fundamental de 
petición, con el cual se promueve un canal de diálogo entre los administrados y la 
administración, “cuya fluidez y eficacia constituye una exigencia impostergable para 
los ordenamientos organizados bajo la insignia del Estado Democrático de 
Derecho”. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, esta garantía tiene dos 
componentes esenciales: (i) la posibilidad de formular peticiones respetuosas ante 
las autoridades, y como correlativo a ello, (ii) la garantía de que se otorgue 
respuesta de fondo, eficaz, oportuna y congruente con lo solicitado. Con 
fundamento en ello, su núcleo esencial se circunscribe a la formulación de la 
petición, a la pronta resolución, a la existencia de una respuesta de fondo y a la 
notificación de la decisión al peticionario. 
Formulación de la petición. En virtud del derecho de petición cualquier persona 
podrá dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades, ya sea verbalmente, por 
escrito o por cualquier otro medio idóneo (art. 23 CN y art. 13 CPACA). En otras 
palabras, la petición puede, por regla general, formularse ante autoridades públicas, 
siendo, en muchas ocasiones, una de las formas de iniciar o impulsar 
procedimientos administrativos. Estas últimas tienen la obligación de recibirlas, 
tramitarlas y responderlas de forma clara, oportuna, suficiente y congruente con lo 
pedido, de acuerdo con los estándares establecidos por la ley. En tratándose de 
autoridades judiciales, la solicitud también es procedente, siempre que el objeto del 
requerimiento no recaiga sobre procesos judiciales en curso. 
Las peticiones también podrán elevarse excepcionalmente ante organizaciones 
privadas. En los artículos 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011, modificados por el artículo 
1 de la Ley 1755 de 2015, se estipula que cualquier persona tiene el derecho de 
formular solicitudes ante entidades de orden privado sin importar si cuentan o no 
con personería jurídica, cuando se trate de garantizar sus derechos fundamentales. 
En el ejercicio del derecho frente a privados existen iguales deberes de recibir, dar 
trámite y resolver de forma clara, oportuna, suficiente y congruente, siempre que 
sean compatibles con las funciones que ejercen. En otras palabras, los particulares, 
independientemente de su naturaleza jurídica, son asimilables a las autoridades 
públicas, para determinados efectos, entre ellos, el relacionado con el derecho de 
petición. 
Teniendo en cuenta el asunto sobre el que conoce la Sala en esta oportunidad, es 
preciso aclarar el escenario jurídico que en esta materia resulta exigible a las 
empresas de servicios públicos, las cuales pueden tener una naturaleza pública, 
mixta o privada. En este orden de ideas, cabe distinguir entre, por una parte, el 
derecho de petición como manifestación del derecho fundamental contenido en la 
Constitución y, por otra, la obligación de atender las peticiones que presenten los 
usuarios en el marco de actividades reguladas, particularmente la prestación de 
servicios públicos. 
Frente a este último, de acuerdo con la amplia libertad de configuración por parte 
del legislador en virtud del artículo 365 de la Constitución, la Ley 142 de 1994 fija 
normas relativas a la defensa de los usuarios o suscriptores –incluso aquellos 
potenciales– del contrato de prestación del servicio. Para ello, todas las personas 
que presten servicios públicos domiciliarios deberán contar con una “Oficina de 
Peticiones, Quejas y Recursos”, “la cual tiene la obligación de recibir, atender, 
tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos que 
presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación 
con el servicio o los servicios que presta dicha empresa.”  
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En todo caso, por fuera del régimen de prestación de servicio (usuario-prestador) 
también cabe la formulación de peticiones. Frente a este escenario, el régimen 
aplicable dependerá de la naturaleza de las empresas de servicios públicos ante las 
que sean elevadas las solicitudes. Concretamente, cuando se trate de entidades 
oficiales o mixtas, las cuales hacen parte de la Rama Ejecutiva, dentro del sector 
descentralizado por servicios (art. 38 y 68 de la Ley 489 de 1998) y, por ende, 
ostentan la calidad de autoridades públicas, se encuentran sujetas a lo dispuesto 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Por su parte, si el requerimiento de un no usuario se dirige a una empresa privada, 
se aplicarán las reglas relativas al derecho de petición para particulares en los 
términos ya descritos. 
Pronta resolución. Otro de los componentes del núcleo esencial del derecho de 
petición, consiste en que las solicitudes formuladas ante autoridades o particulares 
deben ser resueltas en el menor tiempo posible, sin que se exceda el término fijado 
por la ley para tal efecto. 
El artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 dispone un término general de 15 días hábiles 
siguientes a la recepción de la solicitud para dar respuesta, salvo que la ley hubiera 
determinado plazos especiales para cierto tipo de actuaciones. Esa misma 
disposición normativa se refiere a dos términos especiales aplicables a los 
requerimientos de documentos o información, y a las consultas formuladas a las 
autoridades relacionadas con orientación, consejo o punto de vista frente a materias 
a su cargo. Los primeros deberán ser resueltos en los 10 días hábiles siguientes a 
la recepción, mientras que los segundos dentro de los 30 días siguientes. 
De incumplirse con cualquiera de estos plazos, la autoridad podrá ser objeto de 
sanciones disciplinarias. Por ello, el parágrafo del precitado artículo 14 del CPACA 
admite la posibilidad de ampliar el término para brindar una respuesta cuando por 
circunstancias particulares se haga imposible resolver el asunto en los plazos 
legales. De encontrarse en dicho escenario, se deberá comunicar al solicitante tal 
situación, e indicar el tiempo razonable en el que se dará respuesta –el cual no 
podrá exceder el doble del inicialmente previsto por la ley–. Esta hipótesis es 
excepcional, esto es, solo cuando existan razones suficientes que justifiquen la 
imposibilidad de resolver los requerimientos en los plazos indicados en la ley. 
Cuando se trata de peticiones relacionadas con la solicitud de documentos o de 
información, el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 establece un silencio 
administrativo positivo que opera cuando no se ha brindado respuesta dentro del 
término de 10 días hábiles que consagra la norma. En esos eventos, la autoridad 
debe proceder a la entrega de los documentos dentro de los tres días hábiles 
siguientes al vencimiento del plazo. 
 Como ya se anunciaba, el plazo para la respuesta de fondo se contabiliza desde el 
momento en que la autoridad o el particular recibieron la solicitud por cualquiera de 
los medios habilitados para tal efecto, siempre que estos permitan la comunicación 
o transferencia de datos. En otras palabras, los términos para contestar empiezan 
a correr a partir de que el peticionario manifiesta su requerimiento, (i) ya sea 
verbalmente en las oficinas o medios telefónicos, (ii) por escrito –utilizando medios 
electrónicos que funcionen como canales de comunicación entre las dos partes, o 
por medio impreso en las oficinas o direcciones de la entidad pública o privada–, o 
(iii) también por cualquier otro medio que resulte idóneo para la transferencia de 
datos. 

PRETENSION 
 

PRIMERA: Que se tutele mi derecho fundamental de petición, 
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SEGUNDA: Solicito al Juez de la República, el ordenar a la SECRETARÍA DE 
PLANEACIÓN Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL- ALCALDÍA MUNICIPAL DE 
SOACHA, que en el término máximo de (48) Cuarenta y Ocho Horas, proceda a 
resolver de fondo el derecho de Petición de fecha el día 24 de mayo de 2023 con 
radicado No. 20235000218082 ID 28023.  
 
TERCERA: En subsidio de lo anterior, respetuosamente solicito al Juez de la 
República, el ordenar todo lo que el despacho considere pertinente para garantizar 
el restablecimiento de mi derecho fundamental de Petición.   
 
 
 

PRUEBAS 
 
1. Copia del derecho de petición enviado derecho de Petición de fecha 24 de mayo 

de 2023 con radicado No. 20235000218082 ID 28023. 
2. Copia de cédula de ciudadanía. 
 

ANEXOS 
 

1. Lo relacionado en el acápite de pruebas 
2. Copia de la acción de tutela para el Juzgado 
 

MANIFESTACION BAJO JURAMENTO 
 

Bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado con la presentación en la 
Secretaría de reparto del presente escrito, respetuosamente manifiesto que no he 
interpuesto ante ninguna otra autoridad judicial, otra acción de tutela por los mismos 
hechos, derechos y pretensiones. 
  
Agradeciendo de antemano su atención y el tiempo dedicado a la presente., Cordial 
y respetuosamente. 
 

NOTIFICACIONES 
 
ACCIONADA:  
 
Calle 13 Nº 7-30 Soacha - Cundinamarca. 
Telefono Conmutador: (+57) 6017305500 
contactenos@alcaldiasoacha.gov.co 

 
ACCIONANTE:  
 
Carrera 21 No. 36-40 Torre 5 apto 102 Portal de la Flores Soacha Cundinamarca 
3143920485 
Clavijosanchez2428@gmail.com  
 
 
 
 
CRISTINA SOLORZANO 
51.722.852 DE Bogotá 
 

mailto:contactenos@alcaldiasoacha.gov.co
mailto:Clavijosanchez2428@gmail.com
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SEÑOR 
JUEZ DE TUTELA (REPARTO) 
E.   S.   D. 
  

Ref.: ACCIÓN DE TUTELA POR VIOLACION AL 
FUNDAMENTAL AL DERECHO DE PETICION 
Demandante: HERNANDO OTALORA 
BERNATE. 
Demandado: WORLDWIDE TRAVEL COMPANY 
NIT. 901.097.656-6. 

  

HERNANDO OTALORA BERNATE, mayor de edad, con domicilio en Soacha, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 11.299.992, en ejercicio del derecho de 
tutela consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política y reglamentado por el 
Decreto 2591 de 1991, por medio del presente escrito formulo acción de tutela 
contra WORLDWIDE TRAVEL COMPANY NIT. 901.097.656-6, a fin de que se le 
ordene dentro de un plazo prudencial perentorio, en amparo al derecho fundamental 
a la petición y se me conceda las peticiones que más adelante entro a determinar 
con base en los siguientes:     
  

HECHOS 
 
3. Solicité desde el día 5 de junio de 2023 mediante derecho de petición al 

WORLDWIDE TRAVEL COMPANY NIT. 901.097.656-6, donde solicite se me 
devuelva el dinero que de manera ilícita fue retirado de mi cuenta bancaria por 
parte de los asesores de esa empresa, que sea anulado todo contrato con la 
entidad dado al fraude del que he sido víctima. 
 

4. A la fecha de la presentación de la tutela no ha existido respuesta por parte de 
la empresa WORLDWIDE TRAVEL COMPANY NIT. 901.097.656-6. 

 
DERECHO FUNDAMENTAL VIOLADO 

 
Con la grave omisión del WORLDWIDE TRAVEL COMPANY NIT. 901.097.656-6, 
consistente en NO resolver y contestar oportunamente de mi derecho de Petición 
de fecha 13 de mayo de 2022 mediante derecho de petición con radicado de fecha 
5 de junio de 2023, respetuosamente considero que se están vulnerando 
injustificadamente mi derecho fundamental de Petición.   
 
Al respecto respetuosamente recuerdo que la Ley colombiana ordena lo siguiente:  
 

ARTÍCULO  23. DE LA CONSTITUCION NACIONAL: “Toda persona tiene 
derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 
interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 
reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los 
derechos fundamentales.” 
 
ARTICULO 14o. LEY 1755/2015: TERMINO PARA RESOLVER: “. Salvo 
norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 
resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará 
sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 
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1. las peticiones de documento y de información deberán resolverse dentro 
de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado 
respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que 
la respectiva solicitud ha sido aceptada, por consiguiente, la administración 
ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 
consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 
2 Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades 
en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los 
treinta (30) días siguientes a su recepción.  
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición 
en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia 
al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley 
expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable 
en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 
inicialmente previsto.    
 
ARTICULO 7o. LEY 1437/2011: DESATENCION DE LAS PETICIONES: “La 
falta de atención a las peticiones de que trata este capítulo, la inobservancia 
de los principios consagrados en el artículo 3o. y la de los términos para 
resolver o contestar, constituirán causal de mala conducta para el funcionario 
y darán lugar a las sanciones correspondientes.” 

 
Respecto del Derecho de petición la Honorable Corte Constitucional a través de 
Sentencia T-230/20 expreso “Caracterización del derecho de petición. El artículo 23 
de la Constitución dispone que “[t]oda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener 
pronta resolución.” Esta garantía ha sido denominada derecho fundamental de 
petición, con el cual se promueve un canal de diálogo entre los administrados y la 
administración, “cuya fluidez y eficacia constituye una exigencia impostergable para 
los ordenamientos organizados bajo la insignia del Estado Democrático de 
Derecho”. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, esta garantía tiene dos 
componentes esenciales: (i) la posibilidad de formular peticiones respetuosas ante 
las autoridades, y como correlativo a ello, (ii) la garantía de que se otorgue 
respuesta de fondo, eficaz, oportuna y congruente con lo solicitado. Con 
fundamento en ello, su núcleo esencial se circunscribe a la formulación de la 
petición, a la pronta resolución, a la existencia de una respuesta de fondo y a la 
notificación de la decisión al peticionario. 
Formulación de la petición. En virtud del derecho de petición cualquier persona 
podrá dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades, ya sea verbalmente, por 
escrito o por cualquier otro medio idóneo (art. 23 CN y art. 13 CPACA). En otras 
palabras, la petición puede, por regla general, formularse ante autoridades públicas, 
siendo, en muchas ocasiones, una de las formas de iniciar o impulsar 
procedimientos administrativos. Estas últimas tienen la obligación de recibirlas, 
tramitarlas y responderlas de forma clara, oportuna, suficiente y congruente con lo 
pedido, de acuerdo con los estándares establecidos por la ley. En tratándose de 
autoridades judiciales, la solicitud también es procedente, siempre que el objeto del 
requerimiento no recaiga sobre procesos judiciales en curso. 
Las peticiones también podrán elevarse excepcionalmente ante organizaciones 
privadas. En los artículos 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011, modificados por el artículo 
1 de la Ley 1755 de 2015, se estipula que cualquier persona tiene el derecho de 
formular solicitudes ante entidades de orden privado sin importar si cuentan o no 
con personería jurídica, cuando se trate de garantizar sus derechos fundamentales. 
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En el ejercicio del derecho frente a privados existen iguales deberes de recibir, dar 
trámite y resolver de forma clara, oportuna, suficiente y congruente, siempre que 
sean compatibles con las funciones que ejercen. En otras palabras, los particulares, 
independientemente de su naturaleza jurídica, son asimilables a las autoridades 
públicas, para determinados efectos, entre ellos, el relacionado con el derecho de 
petición. 
Teniendo en cuenta el asunto sobre el que conoce la Sala en esta oportunidad, es 
preciso aclarar el escenario jurídico que en esta materia resulta exigible a las 
empresas de servicios públicos, las cuales pueden tener una naturaleza pública, 
mixta o privada. En este orden de ideas, cabe distinguir entre, por una parte, el 
derecho de petición como manifestación del derecho fundamental contenido en la 
Constitución y, por otra, la obligación de atender las peticiones que presenten los 
usuarios en el marco de actividades reguladas, particularmente la prestación de 
servicios públicos. 
Frente a este último, de acuerdo con la amplia libertad de configuración por parte 
del legislador en virtud del artículo 365 de la Constitución, la Ley 142 de 1994 fija 
normas relativas a la defensa de los usuarios o suscriptores –incluso aquellos 
potenciales– del contrato de prestación del servicio. Para ello, todas las personas 
que presten servicios públicos domiciliarios deberán contar con una “Oficina de 
Peticiones, Quejas y Recursos”, “la cual tiene la obligación de recibir, atender, 
tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos que 
presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación 
con el servicio o los servicios que presta dicha empresa.”  
En todo caso, por fuera del régimen de prestación de servicio (usuario-prestador) 
también cabe la formulación de peticiones. Frente a este escenario, el régimen 
aplicable dependerá de la naturaleza de las empresas de servicios públicos ante las 
que sean elevadas las solicitudes. Concretamente, cuando se trate de entidades 
oficiales o mixtas, las cuales hacen parte de la Rama Ejecutiva, dentro del sector 
descentralizado por servicios (art. 38 y 68 de la Ley 489 de 1998) y, por ende, 
ostentan la calidad de autoridades públicas, se encuentran sujetas a lo dispuesto 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Por su parte, si el requerimiento de un no usuario se dirige a una empresa privada, 
se aplicarán las reglas relativas al derecho de petición para particulares en los 
términos ya descritos. 
Pronta resolución. Otro de los componentes del núcleo esencial del derecho de 
petición, consiste en que las solicitudes formuladas ante autoridades o particulares 
deben ser resueltas en el menor tiempo posible, sin que se exceda el término fijado 
por la ley para tal efecto. 
El artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 dispone un término general de 15 días hábiles 
siguientes a la recepción de la solicitud para dar respuesta, salvo que la ley hubiera 
determinado plazos especiales para cierto tipo de actuaciones. Esa misma 
disposición normativa se refiere a dos términos especiales aplicables a los 
requerimientos de documentos o información, y a las consultas formuladas a las 
autoridades relacionadas con orientación, consejo o punto de vista frente a materias 
a su cargo. Los primeros deberán ser resueltos en los 10 días hábiles siguientes a 
la recepción, mientras que los segundos dentro de los 30 días siguientes. 
De incumplirse con cualquiera de estos plazos, la autoridad podrá ser objeto de 
sanciones disciplinarias. Por ello, el parágrafo del precitado artículo 14 del CPACA 
admite la posibilidad de ampliar el término para brindar una respuesta cuando por 
circunstancias particulares se haga imposible resolver el asunto en los plazos 
legales. De encontrarse en dicho escenario, se deberá comunicar al solicitante tal 
situación, e indicar el tiempo razonable en el que se dará respuesta –el cual no 
podrá exceder el doble del inicialmente previsto por la ley–. Esta hipótesis es 
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excepcional, esto es, solo cuando existan razones suficientes que justifiquen la 
imposibilidad de resolver los requerimientos en los plazos indicados en la ley. 
Cuando se trata de peticiones relacionadas con la solicitud de documentos o de 
información, el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 establece un silencio 
administrativo positivo que opera cuando no se ha brindado respuesta dentro del 
término de 10 días hábiles que consagra la norma. En esos eventos, la autoridad 
debe proceder a la entrega de los documentos dentro de los tres días hábiles 
siguientes al vencimiento del plazo. 
 Como ya se anunciaba, el plazo para la respuesta de fondo se contabiliza desde el 
momento en que la autoridad o el particular recibieron la solicitud por cualquiera de 
los medios habilitados para tal efecto, siempre que estos permitan la comunicación 
o transferencia de datos. En otras palabras, los términos para contestar empiezan 
a correr a partir de que el peticionario manifiesta su requerimiento, (i) ya sea 
verbalmente en las oficinas o medios telefónicos, (ii) por escrito –utilizando medios 
electrónicos que funcionen como canales de comunicación entre las dos partes, o 
por medio impreso en las oficinas o direcciones de la entidad pública o privada–, o 
(iii) también por cualquier otro medio que resulte idóneo para la transferencia de 
datos. 

PRETENSION 
 

PRIMERA: Que se tutele mi derecho fundamental de petición, 
 
SEGUNDA: Solicito al Juez de la República, el ordenar al WORLDWIDE TRAVEL 
COMPANY NIT. 901.097.656-6, que en el término máximo de (48) Cuarenta y Ocho 
Horas, proceda a resolver de fondo el derecho de Petición de fecha el día 5 de junio 
de 2023.  
 
TERCERA: En subsidio de lo anterior, respetuosamente solicito al Juez de la 
República, el ordenar todo lo que el despacho considere pertinente para garantizar 
el restablecimiento de mi derecho fundamental de Petición.   
 
 
 

PRUEBAS 
 
3. Copia del derecho de petición enviado derecho de Petición de fecha 5 de junio 

de 2023. 
4. Copia de cédula de ciudadanía. 
5. Copia de contrato Worldwide travel Company NIT 901.097.656-6 
6. Orden de pago  
 

ANEXOS 
 

3. Lo relacionado en el acápite de pruebas 
4. Copia de la acción de tutela para el Juzgado 
 

MANIFESTACION BAJO JURAMENTO 
 

Bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado con la presentación en la 
Secretaría de reparto del presente escrito, respetuosamente manifiesto que no he 
interpuesto ante ninguna otra autoridad judicial, otra acción de tutela por los mismos 
hechos, derechos y pretensiones. 
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Agradeciendo de antemano su atención y el tiempo dedicado a la presente., Cordial 
y respetuosamente. 
 

NOTIFICACIONES 
 
ACCIONADA:  
 

servicioalcliente@worldwidetravelcolombia.com 
321 4669816 
Gran Plaza El Ensueño Local 251-252 Calle 59C No. 51-21 Bogotá.  
 
ACCIONANTE:  
 
Carrera 8G No. 40-90 San Nicolás- Soacha 
stefanyswuan@gmail.com 

celular: 3134647650 
 
 
 
 
 
HERNANDO OTALORA BERNATE  
11.299.992 
 

SEÑOR 
JUEZ DE TUTELA (REPARTO) 
E.   S.   D. 
  

Ref.: ACCIÓN DE TUTELA POR VIOLACION AL 
FUNDAMENTAL AL DERECHO DE PETICION 
Demandante: JAIR ENRIQUE UMAÑA 
VILLAMIZAR. 
Demandado: CENTRO COMERCIAL PLAZA DE 
LAS AMERICAS- ANDISEG LTDA SEGURIDAD 
PRIVADA. 

  

JAIR ENRIQUE UMAÑA VILLAMIZAR, mayor de edad, con domicilio en Soacha, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 8.788.522, en ejercicio del derecho de 
tutela consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política y reglamentado por el 
Decreto 2591 de 1991, por medio del presente escrito formulo acción de tutela 
contra CENTRO COMERCIAL PLAZA DE LAS AMERICAS Y ANDISEG LTDA 
SEGURIDAD PRIVADA., a fin de que se le ordene dentro de un plazo prudencial 
perentorio, en amparo al derecho fundamental a la petición y se me conceda las 
peticiones que más adelante entro a determinar con base en los siguientes:   
  

HECHOS 
 
5. Trabajo en la empresa Seguridad ANDISEG LTDA SEGURIDAD PRIVADA. 

quien presta el servicio para el Centro comercial Plaza de la Américas. 
 

6. El día 9 de marzo de 2019 sufrí un accidente laboral, donde un vehículo particular 
dentro del Parqueadero interno (sótano) del centro comercial Plaza de la 

mailto:servicioalcliente@worldwidetravelcolombia.com
mailto:stefanyswuan@gmail.com
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Américas me atropello, a raíz de esa lesión he venido teniendo incapacidades 
dado que se me imposibilita caminar. 

 
7. Inicie el proceso de pérdida de capacidad y con la intención de iniciar un proceso 

judicial en contra de la empresa por no socorrerme y aparte dejar escapar el 
vehículo del centro comercial he solicitado en varias oportunidades los videos 
del accidente. 

 
8. Solicité desde el día 13 de mayo de 2022 mediante derecho de petición con 

radicado No. 1300-0256-E-2022 al CENTRO COMERCIAL PLAZA DE LAS 
AMERICAS, copia del reporte de la novedad presentada el día 9 de marzo de 
2019, y copia de las grabaciones de seguridad del parqueadero interno (sótano) 
en el cual sufrí accidente laboral. 

 
9. Tengo conocimiento que el CENTRO COMERCIAL PLAZA DE LAS 

AMERICAS remitió las grabaciones del día 9 de marzo de 2019 a la empresa 
ANDISEG LTDA SEGURIDAD PRIVADA. 
 

10. A la fecha de la presentación de la tutela no ha existido respuesta por parte del 
CENTRO COMERCIAL PLAZA DE LAS AMERICAS Y ANDISEG LTDA 
SEGURIDAD PRIVADA. 

 
DERECHO FUNDAMENTAL VIOLADO 

 
Con la grave omisión del CENTRO COMERCIAL PLAZA DE LAS AMERICAS Y 
ANDISEG LTDA SEGURIDAD PRIVADA., consistente en NO resolver y contestar 
oportunamente de mi derecho de Petición de fecha 13 de mayo de 2022 mediante 
derecho de petición con radicado No. 1300-0256-E-2022, respetuosamente 
considero que se están vulnerando injustificadamente mi derecho fundamental de 
Petición.   
 
Al respecto respetuosamente recuerdo que la Ley colombiana ordena lo siguiente:  
 

ARTÍCULO  23. DE LA CONSTITUCION NACIONAL: “Toda persona tiene 
derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 
interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 
reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los 
derechos fundamentales.” 
 
ARTICULO 14o. LEY 1755/2015: TERMINO PARA RESOLVER: “. Salvo 
norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 
resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará 
sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 
 
1. las peticiones de documento y de información deberán resolverse dentro 
de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado 
respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que 
la respectiva solicitud ha sido aceptada, por consiguiente, la administración 
ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 
consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 
2 Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades 
en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los 
treinta (30) días siguientes a su recepción.  
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Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición 
en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia 
al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley 
expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable 
en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del 
inicialmente previsto.    
 
ARTICULO 7o. LEY 1437/2011: DESATENCION DE LAS PETICIONES: “La 
falta de atención a las peticiones de que trata este capítulo, la inobservancia 
de los principios consagrados en el artículo 3o. y la de los términos para 
resolver o contestar, constituirán causal de mala conducta para el funcionario 
y darán lugar a las sanciones correspondientes.” 

 
Respecto del Derecho de petición la Honorable Corte Constitucional a través de 
Sentencia T-230/20 expreso “Caracterización del derecho de petición. El artículo 
23 de la Constitución dispone que “[t]oda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular 
y a obtener pronta resolución.” Esta garantía ha sido denominada derecho 
fundamental de petición, con el cual se promueve un canal de diálogo entre los 
administrados y la administración, “cuya fluidez y eficacia constituye una exigencia 
impostergable para los ordenamientos organizados bajo la insignia del Estado 
Democrático de Derecho”. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, esta 
garantía tiene dos componentes esenciales: (i) la posibilidad de formular peticiones 
respetuosas ante las autoridades, y como correlativo a ello, (ii) la garantía de que 
se otorgue respuesta de fondo, eficaz, oportuna y congruente con lo solicitado. Con 
fundamento en ello, su núcleo esencial se circunscribe a la formulación de la 
petición, a la pronta resolución, a la existencia de una respuesta de fondo y a la 
notificación de la decisión al peticionario. 
Formulación de la petición. En virtud del derecho de petición cualquier persona 
podrá dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades, ya sea verbalmente, por 
escrito o por cualquier otro medio idóneo (art. 23 CN y art. 13 CPACA). En otras 
palabras, la petición puede, por regla general, formularse ante autoridades públicas, 
siendo, en muchas ocasiones, una de las formas de iniciar o impulsar 
procedimientos administrativos. Estas últimas tienen la obligación de recibirlas, 
tramitarlas y responderlas de forma clara, oportuna, suficiente y congruente con lo 
pedido, de acuerdo con los estándares establecidos por la ley. En tratándose de 
autoridades judiciales, la solicitud también es procedente, siempre que el objeto del 
requerimiento no recaiga sobre procesos judiciales en curso. 
Las peticiones también podrán elevarse excepcionalmente ante organizaciones 
privadas. En los artículos 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011, modificados por el artículo 
1 de la Ley 1755 de 2015, se estipula que cualquier persona tiene el derecho de 
formular solicitudes ante entidades de orden privado sin importar si cuentan o no 
con personería jurídica, cuando se trate de garantizar sus derechos fundamentales. 
En el ejercicio del derecho frente a privados existen iguales deberes de recibir, dar 
trámite y resolver de forma clara, oportuna, suficiente y congruente, siempre que 
sean compatibles con las funciones que ejercen. En otras palabras, los particulares, 
independientemente de su naturaleza jurídica, son asimilables a las autoridades 
públicas, para determinados efectos, entre ellos, el relacionado con el derecho de 
petición. 
Teniendo en cuenta el asunto sobre el que conoce la Sala en esta oportunidad, es 
preciso aclarar el escenario jurídico que en esta materia resulta exigible a las 
empresas de servicios públicos, las cuales pueden tener una naturaleza pública, 
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mixta o privada. En este orden de ideas, cabe distinguir entre, por una parte, el 
derecho de petición como manifestación del derecho fundamental contenido en la 
Constitución y, por otra, la obligación de atender las peticiones que presenten los 
usuarios en el marco de actividades reguladas, particularmente la prestación de 
servicios públicos. 
Frente a este último, de acuerdo con la amplia libertad de configuración por parte 
del legislador en virtud del artículo 365 de la Constitución, la Ley 142 de 1994 fija 
normas relativas a la defensa de los usuarios o suscriptores –incluso aquellos 
potenciales– del contrato de prestación del servicio. Para ello, todas las personas 
que presten servicios públicos domiciliarios deberán contar con una “Oficina de 
Peticiones, Quejas y Recursos”, “la cual tiene la obligación de recibir, atender, 
tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos que 
presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación 
con el servicio o los servicios que presta dicha empresa.”  
En todo caso, por fuera del régimen de prestación de servicio (usuario-prestador) 
también cabe la formulación de peticiones. Frente a este escenario, el régimen 
aplicable dependerá de la naturaleza de las empresas de servicios públicos ante las 
que sean elevadas las solicitudes. Concretamente, cuando se trate de entidades 
oficiales o mixtas, las cuales hacen parte de la Rama Ejecutiva, dentro del sector 
descentralizado por servicios (art. 38 y 68 de la Ley 489 de 1998) y, por ende, 
ostentan la calidad de autoridades públicas, se encuentran sujetas a lo dispuesto 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
Por su parte, si el requerimiento de un no usuario se dirige a una empresa privada, 
se aplicarán las reglas relativas al derecho de petición para particulares en los 
términos ya descritos. 
Pronta resolución. Otro de los componentes del núcleo esencial del derecho de 
petición, consiste en que las solicitudes formuladas ante autoridades o particulares 
deben ser resueltas en el menor tiempo posible, sin que se exceda el término fijado 
por la ley para tal efecto. 
El artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 dispone un término general de 15 días hábiles 
siguientes a la recepción de la solicitud para dar respuesta, salvo que la ley hubiera 
determinado plazos especiales para cierto tipo de actuaciones. Esa misma 
disposición normativa se refiere a dos términos especiales aplicables a los 
requerimientos de documentos o información, y a las consultas formuladas a las 
autoridades relacionadas con orientación, consejo o punto de vista frente a materias 
a su cargo. Los primeros deberán ser resueltos en los 10 días hábiles siguientes a 
la recepción, mientras que los segundos dentro de los 30 días siguientes. 
De incumplirse con cualquiera de estos plazos, la autoridad podrá ser objeto de 
sanciones disciplinarias. Por ello, el parágrafo del precitado artículo 14 del CPACA 
admite la posibilidad de ampliar el término para brindar una respuesta cuando por 
circunstancias particulares se haga imposible resolver el asunto en los plazos 
legales. De encontrarse en dicho escenario, se deberá comunicar al solicitante tal 
situación, e indicar el tiempo razonable en el que se dará respuesta –el cual no 
podrá exceder el doble del inicialmente previsto por la ley–. Esta hipótesis es 
excepcional, esto es, solo cuando existan razones suficientes que justifiquen la 
imposibilidad de resolver los requerimientos en los plazos indicados en la ley. 
Cuando se trata de peticiones relacionadas con la solicitud de documentos o de 
información, el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 establece un silencio 
administrativo positivo que opera cuando no se ha brindado respuesta dentro del 
término de 10 días hábiles que consagra la norma. En esos eventos, la autoridad 
debe proceder a la entrega de los documentos dentro de los tres días hábiles 
siguientes al vencimiento del plazo. 
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 Como ya se anunciaba, el plazo para la respuesta de fondo se contabiliza desde el 
momento en que la autoridad o el particular recibieron la solicitud por cualquiera de 
los medios habilitados para tal efecto, siempre que estos permitan la comunicación 
o transferencia de datos. En otras palabras, los términos para contestar empiezan 
a correr a partir de que el peticionario manifiesta su requerimiento, (i) ya sea 
verbalmente en las oficinas o medios telefónicos, (ii) por escrito –utilizando medios 
electrónicos que funcionen como canales de comunicación entre las dos partes, o 
por medio impreso en las oficinas o direcciones de la entidad pública o privada–, o 
(iii) también por cualquier otro medio que resulte idóneo para la transferencia de 
datos. 

PRETENSION 
 

PRIMERA: Que se tutele mi derecho fundamental de petición, 
 
SEGUNDA: Solicito al Juez de la República, el ordenar al CENTRO COMERCIAL 
PLAZA DE LAS AMERICAS Y ANDISEG LTDA SEGURIDAD PRIVADA., que en 
el término máximo de (48) Cuarenta y Ocho Horas, proceda a resolver de fondo el 
derecho de Petición de fecha 13 de mayo de 2022 mediante derecho de petición 
con radicado No. 1300-0256-E-2022. 
 
TERCERA: En subsidio de lo anterior, respetuosamente solicito al Juez de la 
República, el ordenar todo lo que el despacho considere pertinente para garantizar 
el restablecimiento de mi derecho fundamental de Petición.   
 

PRUEBAS 
 
7. Copia del derecho de petición enviado derecho de Petición de fecha 13 de mayo 

de 2022 mediante derecho de petición con radicado No. 1300-0256-E-2022 
 

ANEXOS 
 

5. Lo relacionado en el acápite de pruebas 
6. Copia de la acción de tutela para el Juzgado 
 

 
 
 

MANIFESTACION BAJO JURAMENTO 
 

Bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado con la presentación en la 
Secretaría de reparto del presente escrito, respetuosamente manifiesto que no he 
interpuesto ante ninguna otra autoridad judicial, otra acción de tutela por los mismos 
hechos, derechos y pretensiones. 
  
Agradeciendo de antemano su atención y el tiempo dedicado a la presente., Cordial 
y respetuosamente. 
 

NOTIFICACIONES 
 
ACCIONADA:  
 
CENTRO COMERCIAL PLAZA DE LAS AMERICAS 
Dirección: Cra 71D No. 6-94 Sur, Bogotá D.C 
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hseq@plazadelasamericas.com.co 
 
 
ANDISEG LTDA SEGURIDAD PRIVADA. 
Dirección: Cl. 75 #20b 69, Bogotá 
Teléfono: (601) 756 2626 
juridica@andiseg.com 
 
 
 
ACCIONANTE:  
 
Carrera 47 No. 09-08 Barrio Cerezos-Soacha (Cundinamarca) 
Jair1102@hotmail.com  
3118607224 
 
 
 
 
JAIR ENRIQUE UMAÑA VILLAMIZAR  
8.788.522 
 

mailto:hseq@plazadelasamericas.com.co
mailto:Jair1102@hotmail.com

